DOCUMENTO PARA EL DEBATE

DE UNA NUEVA

LEY DE EDUCACIÓN SUPERIOR

 JUAN CARLOS PUGLIESE

     MARZO 2007

1Presentación


3Introducción


31.- La situación del país, el modelo de desarrollo y el papel de las Universidades Nacionales


62.- El contexto actual de las relaciones entre la Sociedad,  la Universidad y el Estado.


93.- La necesidad y oportunidad de una nueva LES


14Capítulo 1: Orientaciones para una nueva Ley de Educación Superior


141. La educación superior como bien social


172. Autonomía


173. Inclusión y gratuidad


194. Concertación como modalidad de relación entre la universidad y el Estado.


235. Calidad


246. Mejoramiento de la coordinación del sistema.


25Capítulo 2: Hacia un Proyecto Superador


251.- Objetivos de una nueva ley de educación superior


272.- Síntesis sobre el Estado actual del tema


283.- Antecedentes de la legislación vigente


284.- Contenido de la legislación vigente


295.- La política de los años noventa


306.- La introducción de los procesos de evaluación


327.- Entre el Estado evaluador y el mejoramiento


338- Resignificación de los procesos de evaluación


359.- La CONEAU y su impacto


37Capítulo 3: Agenda de contenidos


371. La educación superior como bien social o servicio público


382. Autonomía


383. Inclusión y gratuidad


394. Calidad


395. Las Universidades Privadas


416. Los Colegios Universitarios


437. Agencia


468. Evaluación y acreditación


479. Claustros


4710. Ciudadanía universitaria


4811. Posgrado


4812. Régimen de Títulos


4913. Consejo de Universidades.


4914. Duración de los mandatos.


5015. Sostenimiento de las instituciones universitarias


5116. Centralización o descentralización salarial


5117. Becas


5218. La Concertación Universitaria. El Fundar


5319. La investigación y la misión de la universidad


55Agradecimientos


55Bibliografía


63Anexo I:


63Declaración de la UNESCO de 1998


70Anexo II :


70INQAAHE, Red Internacional de Agencias de Aseguramiento de la Calidad en la Educación Superior


75Anexo III:


75Legislación Comparada




Presentación

El presente documento resume los estudios realizados y las propuestas que se consideran necesarias para plasmar una nueva normativa sobre la Educación Superior en Argentina.

Desde la sanción de la Ley 24.521 de Educación Superior (LES) en 1995 hasta la fecha se ha aquilatado una rica experiencia sobre la aplicación de la misma y se han producido notables cambios en el mundo que impactan sobre la educación superior. 

Entre los años 2005 y 2006 han sido sancionadas por el Congreso de la Nación las leyes de Financiamiento Educativo 26.075, de Educación Técnico Profesional 26.058 y fundamentalmente la Ley de Educación Nacional Nº 26.206 (LEN), las que no sólo influyen en el marco normativo de la educación superior sino que suponen un cambio significativo en la concepción política imperante en el momento que se sancionó la LES.

La iniciativa del Ministro de Educación, Ciencia y Tecnología Lic. Daniel F. Filmus de convocar al CIN y al CRUP a fin de  buscar consensos para proyectar una nueva ley de educación superior que sea considerada por el Congreso de la Nación, ha sido muy valorada por los principales actores del sistema universitario y la oportunidad se presenta ahora en 2007 como propicia, luego de sancionada la LEN que funge como marco.

Este documento no compromete a nadie más que al firmante e intenta plasmar el estado actual de la discusión, proponiendo ejes básicos para facilitar el debate que ocupará buena parte del presente año, recogiendo los pronunciamientos que se han realizado hasta la fecha.

El documento “Propuesta de reforma de la ley 24.521 de Educación Superior” de la Secretaría de Políticas Universitarias que fuera entregado para promover el debate en la reunión del CIN de noviembre de 2005 a los Rectores se incluye entre las referencias, así como distintos documentos de la Secretaría de Políticas Universitarias (SPU), que constituyen un insumo básico por lo que no se realiza una cita expresa de ellos pero están comprendidos en toda la extensión del presente. Lo mismo cabe señalar respecto de la bibliografía empleada que ha servido de consulta, entrecomillándose las citas textuales.

Finalmente se anticipa que en la búsqueda de consensos ya hay un camino transitado, que debe ser profundizado, que se refleja en el documento del CIN de Horco Molle, de agosto de 2004 que luego la SPU resumió en el documento Políticas para una Universidad de Calidad, Comprometida con su Función Social e Innovadora. Ambos pronunciamientos se tienen en  cuenta en todo el desarrollo del presente.

Introducción

1.- La situación del país, el modelo de desarrollo y el papel de las Universidades Nacionales

Durante la década pasada, Argentina comenzó a manifestar síntomas críticos de agotamiento que se registraron a través del deterioro de todos los indicadores económicos y sociales descriptores de niveles de pobreza y desempleo que, por su gravedad y permanencia, hacen pensar en la emergencia de un preocupante sector de excluidos y marginados que ven limitadas las posibilidades de participar como trabajadores y ciudadanos en una sociedad integrada y con perspectivas de desarrollo.

A pesar de estos índices, Argentina todavía conserva ventajas comparativas fundadas en la calidad de sus recursos humanos. Las políticas ejecutadas por el Gobierno Nacional para lograr la recuperación de la Nación -que incluyen la revalorización del rol de Estado, el relanzamiento de la industria y los servicios, y el consecuente incremento de las exportaciones- están rindiendo sus frutos.

Pero Argentina debe continuar creciendo y redistribuyendo los beneficios de ese crecimiento entre su gente y para lograr ese objetivo, la educación es un instrumento privilegiado. De hecho, la riqueza de los países se mide hoy por la cantidad y calidad de inteligencias cultivadas en el sistema educativo y por su capacidad para organizar su impacto en el sistema económico y en la calidad de vida de la población. Es aquí donde la Universidad se presenta como la institución que está mejor preparada para cumplir ese rol en la sociedad del conocimiento. 

El horizonte de crecimiento mejorará al plantear las políticas en el contexto de las nuevas condiciones de una economía mundial crecientemente integrada por la globalización y regida por el valor del conocimiento incorporado a las mercancías y a los servicios.

La baja de la desocupación y la eliminación de las barreras de la exclusión social deben apoyarse en una mejora del capital humano lograda a través de la educación y del aporte de los organismos de formación profesional, así como del sistema de ciencia y tecnología.

Esta situación reactualiza la pregunta sobre cuál es el rol de la universidad en la recuperación de la Nación. Además, en la medida en que la universidad es parte de la Nación y por tanto comparte sus crisis, surge una segunda pregunta que interroga sobre qué debe cambiar en el sistema universitario para poder acompañar al Estado y a la Sociedad en las tareas de recomposición económica y social que se perfilan como imprescindibles.

La perspectiva adecuada para afrontar las respuestas a estas preguntas exige que la universidad sea entendida, al mismo tiempo, como sujeto y objeto de políticas públicas. Es decir, parte activa y protagónica de las fuerzas del Estado actuando sobre la Sociedad, a la vez que receptora de políticas orientadas a su mejoramiento y refuncionalización. 

La universidad debe actualizar su función social y convertirse en un actor institucional relevante. Debe profundizar el protagonismo y la incidencia en el desarrollo social y económico. Colocada en el papel de agente promotor de cambios sociales, es evidente que la universidad debe continuar con su tarea de formación de recursos humanos de la más alta calidad, capacitados para la formación continua que requiere la sociedad del conocimiento, con currículos actualizados y a cargo de docentes del más alto nivel, en un ambiente creativo y dotado de equipamiento e infraestructura modernos. 

Para asegurar esto es imprescindible que una proporción apreciable de los docentes universitarios tenga formación científica, académica y profesional actualizada, y una alta dedicación a la docencia y la investigación. 

Como externalidad de esas capacidades, la universidad debe transferir y compartir con el medio la mayor cantidad de saber y de saber-hacer, desarrollando la capacidad para analizar y aportar soluciones a problemas complejos, contribuir al desarrollo local y realizar aportes para elevar la calidad de vida. Esto incluye, ciertamente, no sólo las tecnologías duras, sino también las tecnologías organizativas y de gestión, imprescindibles para contribuir al desarrollo humano, social y económico de la sociedad así como a su competitividad en el mundo actual.  Despertar en los egresados el espíritu activo, desarrollar la capacidad para emprender, deviene en una función esencial para la recuperación  nacional que la universidad ha comenzado a plantearse y para la que debe ser apoyada. 

En tal sentido, habrá que lograr que cada egresado sea un creador de empleos y no sólo un buscador de trabajo; un promotor de emprendimientos generadores de oportunidades para otros y un sujeto proactivo en la búsqueda y consolidación del crecimiento en el que ya está empeñado el país. 

2.- El contexto actual de las relaciones entre la Sociedad,  la Universidad y el Estado.

Las complejas relaciones entre Sociedad, Universidad y Estado han sufrido variaciones profundas durante las últimas décadas del siglo pasado.

Hemos devenido en una sociedad civil de mercado, y el Estado, a la vez que se volvía impredecible para las universidades debido a las recurrentes políticas de ajuste, impulsaba iniciativas para la evaluación de la calidad y el financiamiento de programas de mejoramiento. Sin embargo, no se logró alcanzar una acción integral y sostenida en el tiempo, que representara la voluntad de los diferentes actores del sistema y las necesidades de la sociedad.

Por su parte, mientras trataba de administrar su masividad creciente y naturalizaba cada vez más altos niveles de fracaso y deserción entre sus estudiantes, la universidad intentaba también compatibilizar acciones dirigidas a captar las nuevas líneas de financiamiento, con una militancia institucional de resistencia ante las políticas de ajuste y de demanda hacia la sociedad por mayores recursos. 

La crisis del 2001 mostró la esterilidad de esta postura. La eclosión de la sociedad excluida puso en evidencia que, a pesar de ser también víctimas, las universidades, como instituciones autónomas depositarias de gran parte de los recursos intelectuales de la sociedad, además de haber colapsado  en la emergencia, estaban en condiciones y tenían la obligación de ser parte esencial de las tareas de reconstrucción del estado y la sociedad.

Muchos son los ejemplos que podemos citar de aportes concretos realizados por la Universidad Argentina en este punto. Por su carácter emblemático y abarcativo se cita al primero y segundo PLAN FÉNIX
, surgido de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires.

Hoy el Estado está decidido a recuperar su indelegable papel como representante de la sociedad, como promotor de políticas públicas destinadas a la reconstrucción del tejido social. 

También es momento de considerar la pertinencia como factor inexcusable en toda acción universitaria, en relación al compromiso social de los universitarios y su inserción en las políticas de promoción de la inclusión social, la lucha contra la pobreza y el desarrollo local. 

Se impone que el Estado -con la colaboración del sistema universitario- considere especialmente la pertinencia de las carreras y la capacidad de cooperación y complementación entre las instituciones y la potencial inserción laboral de los graduados y, además, provea al sistema universitario de información y oportunidades para mejorar su articulación con el mundo del trabajo, los mercados locales, regionales y globales, la administración pública y la prospectiva social. 

Al mismo tiempo, los desafíos que la globalización, el desarrollo de las nuevas tecnologías y los avances de la ciencia y la técnica  proponen a nuestras universidades, exigen una planificación del desarrollo del sistema de mediano y largo plazo, con financiamiento previsible y objetivos consensuados a partir de diagnósticos serios y públicos.
Por lo expuesto, las relaciones entre el Estado y las universidades deben establecerse en un marco a la vez racional y previsible, con perspectivas de mediano y largo plazo, que permitan superar las inercias y desbalances actuales y alcanzar consensos entre las prioridades nacionales y regionales y las propuestas que desde su autonomía las universidades formulan para cumplir con su función social. 

Un imperativo de época es asumir la complejidad de las relaciones estado, sociedad y universidad en el marco de la reconfiguración del sistema mundial. Frente al impulso fundado en el libre mercado, nuestro país junto a los países de la región adoptan modalidades de integración basados en la cooperación de cara a las prioridades de desarrollo de la región. 

El sistema de educación superior debe también recoger el desafío de aportar su presencia protagónica en estas estrategias. Simultáneamente se estaría dando cuenta desde una perspectiva regional al desafío de la internacionalización de la educación superior, proceso que hoy hegemonizan los países de la OCDE. 

Se trata de que el Estado asuma como componente de política la garantía de que los recursos humanos que se forman en el sistema de educación superior, con el costo que la sociedad asume, desarrollen sus capacidades en el país.

3.- La necesidad y oportunidad de una nueva LES

En la educación superior argentina existe una concepción mayoritaria, fuertemente extendida, que primero se ha expresado en la resistencia a la ley vigente y actualmente se expresa en el apoyo a los cambios en la política universitaria que impulsa el gobierno, concretado en el documento del CIN de Horco Molle, Tucumán 2004. 

Siguiendo los documentos producidos por la SPU en 2005: “Compromiso del Estado con las Universidades Nacionales. Políticas de Mejoramiento de las Capacidades Institucionales” y “Lineamientos del FUNDAR”, primero se verificó un cambio en la política respecto de los noventa, y ahora es necesario expresar ese cambio en la transformación del marco legal; normativa educativa que ha sido modificada para todos sus niveles y modalidades con excepción de la Ley de Educación Superior. Resulta además necesario profundizar los cambios y abrir una perspectiva a futuro. 

La LES desde su sanción está encerrada en una tensión entre una política, la de los 90, y la resistencia de la sociedad y la comunidad universitaria a esa política, aunque no a todos los aspectos de la ley. 

El gobierno actual se hizo cargo de esta tensión y tuvo una iniciativa protagónica que superó la actitud de resistencia de sectores universitarios al reformular la actitud del Estado respecto de la universidad y cambiar en consecuencia la política. El tema estaba en la agenda, porque la reforma de los 90 no concluyó y el gobierno lo retomó cambiándole el signo. Lo último que faltaba retomar de esa agenda era el propio tema de la LES, del marco legal que ahora debe representar este cambio de concepción y de política.

Para que un tema sea incluido en la agenda pública requiere una serie de condiciones que se dan en este momento para abordar un nuevo marco normativo para la educación superior.

El sentido de las agendas políticas reside en que exista una sola, concertada por los actores encargados de ponerlas en práctica. Pero sabemos que los distintos actores sociales involucrados en los temas de agenda no tienen los mismos intereses y que los intereses de los actores no siempre se convierten en problemas sociales que reclaman tratamiento político y por lo tanto devienen temas de agenda.

Aguilar Villanueva analiza así este punto:

“No todos los problemas, sin embargo, logran llamar la atención gubernamental y despertar su iniciativa. No todos logran con la misma facilidad y certeza formar parte del temario de los asuntos públicos y colocarse entre los asuntos prioritarios del gobierno. Algunas cuestiones que para los afectados resultan de interés vital y que para muchos observadores pueden ser calificadas de interés público, son descartadas desde sus primeros pasos en busca de la atención de la sociedad y del gobierno, o bien son desfiguradas y desactivadas durante su trayecto en busca de atención. (…)

¿Qué ocurre entonces en el proceso de formación de la agenda de gobierno? ¿Cómo se forma y por qué se forma de esa manera? ¿A qué se debe que algunos asuntos públicos y otros por nada públicos ascienda sin obstáculos a asuntos de gobierno y que, en contraste, otros con características de publicidad más clara y contundente sean descalificados, inhibidos, rechazados, o bien aceptados con reservas y puestos en lista de espera? ¿Qué es lo que realmente hace que una cuestión social circunscrita se vuelva cuestión pública y asunto de la agenda de gobierno? ¿Qué es lo que determina la calidad de público de los muchos problemas y asuntos que a diario se presentan en una colectividad? ¿Cuál lógica y dinámica explica la atención y el desinterés, la selección y eliminación de los asuntos? ¿Cuáles factores facilitan o dificultan el ingreso a al agenda gubernamental de ciertos temas y, por ende, controlan el tránsito de las demandas sociales?” (bib. cit. pp. 23 - 24)

Así podemos postular una secuencia que concatena intereses con capacidad de los actores para expresarlos en el espacio público y hacerlos temas de agenda de Estado. A esta secuencia le falta el paso siguiente, que es el que nos ocupa para el caso de una nueva LES: cómo los temas de agenda de Estado se expresan a nivel de leyes. 

El proceso por el cual se llega a la construcción de iniciativas que se plasman en leyes, sobre todo en el tema educativo exige la búsqueda de amplios consensos, que surgen luego de debates, tal como se hizo en el caso de la Ley de Educación Nacional.

En el ámbito universitario también hallamos ejemplos en esta búsqueda, como la concertación que se realizara entre el CIN y la SPU dando lugar al documento de los rectores de Horco Molle en 2004 y la invitación que hiciera el Ministro Filmus al CIN y al CRUP de debatir una nueva ley de educación superior buscando los consensos necesarios.
En 1995, cuando se promulgó la LES el actor principal fue el gobierno que hizo prevalecer su peso parlamentario y su accionar decisionista en detrimento del debate amplio y la participación de los demás involucrados en el tema. No obstante hay que reconocer el amplio trabajo técnico que precedió a la Ley 24521 en las comisiones de educación de las cámaras y que le dio sustento práctico durante la década que tiene de vigencia.

Entonces, de acuerdo con nuestra línea de razonamiento, si no todos los intereses y problemas sociales logran expresarse como temas de agenda de gobierno, también es cierto que no todos los temas de agenda llegan a obtener soluciones consolidadas y con vigencia legal.

Si bien la ley por si sola no garantiza la aplicación de los cambios que se requieren, el marco normativo permite fundar los programas, los proyectos, las acciones concretas por las cuales se abona el camino para la consecución de los objetivos plasmados en el marco legal.

A lo mejor convendría plantear que una agenda de mejoramiento de la educación superior (estatal y privada) supone un conjunto de tareas de naturaleza compleja y tiempos diversos. 

En esta instancia debe plantearse como ejes de la tensión no resuelta respecto de la LES y a la que nos referimos más arriba, temas ineludibles que debe contener la normativa de la educación superior, hacia los cuales se ha orientado la política de concertación impulsada por el gobierno nacional con las Universidades. Estos temas son, por lo menos, los siguientes:

· La Educación Superior como bien social

· Autonomía y responsabilidad social

· Universidad y modelo de desarrollo

· Universidad y sistema educativo

· Sistema Nacional de Calidad

En realidad estos puntos conforman el sustrato para orientar las políticas a futuro, cada uno de ellos determina la orientación general de agendas particulares y contextos de discusión legislativa y universitaria.

La agenda universitaria en la Argentina se supone consensuada por todos los actores que se involucran en la universidad. Lo que persiste son enormes diferencias de opinión de cómo resolver esos temas que implican los ejes de tensión indicados. Quizás una nueva y superadora LES sea un paso para conseguirlo.

La centralidad de la educación superior en la sociedad del conocimiento se corresponde con la centralidad del conocimiento en la economía y ya es hora de repensar este rol del conocimiento avanzado y su importancia para las sociedades. 

Así el debate sobre el rol de la universidad y el conocimiento avanzado debe trascender los ámbitos universitarios y convertirse en tema de agenda política moderna tanto para los partidos como para el parlamento en el que se incluye al llamado “parlamento universitario” devolviéndole protagonismo al Consejo de Universidades. En el necesario debate, que debe ser serio y comprometido, debe garantizarse la participación de todos los actores, los estudiantes, los docentes, las organizaciones gremiales docentes, la FATUN y las organizaciones de la sociedad.

Capítulo 1: Orientaciones para una nueva Ley de Educación Superior

1. La educación superior como bien social

La LEN Nº 26.206 establece con precisión en su art. 2 que la educación tiene el carácter de bien social. Como expresa el mensaje de elevación del Poder Ejecutivo Nacional (PEN), “…la ley define a la educación y al conocimiento como un bien público y al Estado como el garante y responsable principal e indelegable de cumplimiento del mandato constitucional del derecho a la educación. La educación es asumida como prioridad nacional y política de Estado, superando los enfoques sectoriales tradicionales y asegurando procesos de concertación que garanticen la continuidad en la aplicación de las grandes líneas estratégicas de acción educativa….”

Consecuentemente debe reafirmarse este principio para la educación superior, y a ese carácter remitirse la pertinencia de las funciones y acciones de la universidad, convirtiéndose en el criterio desde el que se asegura la calidad y al que se orienta el mejoramiento. 

Ello supone reestablecer y profundizar el compromiso del Estado como garante de la educación superior y de su calidad frente a la sociedad y al sistema. 

Afirmar que la educación superior es un bien social supone plasmar un mandato constitucional que recoge un consenso arraigado y extendido en nuestra sociedad y tomar partido en la discusión que está latente en el centro de la agenda internacional a partir de la Declaración de la UNESCO en la Conferencia Mundial de Educación Superior de 1998 (CMES) y especialmente por la inclusión de la educación superior como bien transable sujeta al comercio de servicios (AGCS/GATTS) realizada por la OMC en Doha 2001 y pronunciamientos posteriores.

Corresponde detenernos en este análisis compartiendo reflexiones que hiciera el Secretario de Políticas Universitarias Dr. Alberto Dibbern en distintas intervenciones:  

“La Universidad del siglo XXI debe demostrar su capacidad para dar respuesta a las necesidades y los objetivos de desarrollo de la sociedad con el fin de contribuir a la elaboración de modelos integrales de crecimiento económico y desarrollos comparativos, sustentables, equitativos y democráticos. Estos fines deben contribuir a la erradicación de la pobreza, la intolerancia, la violencia, el analfabetismo, el hambre, el deterioro del medio ambiente y las enfermedades a través de acciones que se realicen inter y transdisciplinariamente. Es preciso además que las instituciones de Educación Superior, junto con la sociedad, definan o redefinan sus  misiones, con la participación de todos los actores involucrados en la educación superior.

La Educación Superior entonces, debe ser considerada un “servicio público” basado en tres principios:

1.- La Igualdad: en tanto todas las personas sin discriminación alguna deben tener derecho a acceder al servicio público. Este concepto está claramente definido en lo que respecta a la educación superior, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Art. 26 Párr. 1) y en la Conferencia Mundial  de Educación Superior UNESCO (París 1988).

2.- La continuidad: refiriendo que el servicio público siempre debe satisfacer las necesidades de la ciudadanía; queda claro el concepto de pertinencia.
3.- La adaptabilidad: El servicio público debe ser reactivo y evolucionar de acuerdo con los cambios, ya sean tecnológicos o sociales. Pero siempre que evolucione lo debe hacer sin abandonar las características que garantizan la igualdad y la permanencia.”

Para construir un sistema de Educación Superior fundado en la concepción de la educación como bien social y basado en el concepto de servicio público con tales principios, constituye un marco referencial insoslayable la citada declaración de la UNESCO de 1998, que se agrega como Anexo I. 

2. Autonomía

Debe profundizarse la autonomía de manera auténtica y jerarquizarla en el nivel institucional. Para eso deben devolverse las plenas facultades a las universidades respecto del régimen de alumnos y de las funciones de sus órganos de gobierno removiendo del texto legal las restricciones a la publicación de los estatutos
.

El nuevo marco legal debe establecer garantías para el ejercicio de la ciudadanía universitaria con los mejores niveles de calidad democrática. En la propuesta se reconoce a las universidades como actores e interlocutores de las políticas públicas y de su propio desarrollo, con apoyo del Estado, fortaleciendo el protagonismo de la comunidad universitaria en los procesos de evaluación.

3. Inclusión y gratuidad

En una sociedad que se manifiesta profundamente desigual como es la Argentina pos crisis, la gratuidad es insuficiente para garantizar la igualdad de oportunidades, y para asegurar tal principio se requieren políticas e instrumentos para favorecer la inclusión de los sectores sociales en la educación superior. Para eso deben otorgarse garantías expresas de gratuidad para la formación de grado, incrementar la inversión en becas, incorporar instrumentos concretos que contribuyan a la nivelación de las condiciones de formación en la articulación entre el nivel medio y el acceso a la educación superior y otros para el desarrollo de políticas de gestión curricular e innovación pedagógica que mejoren las condiciones de formación y aprovechamiento en los primeros años. Incorporar también instrumentos y procedimientos que favorezcan la articulación entre instituciones y carreras de educación superior, brindando más oportunidades de formación a los estudiantes. 

La interpretación restrictiva del principio de gratuidad y equidad consagrado en el art. 75 inc. 19 de la Constitución Nacional reformada en 1994 que ha hecho la LES y la Corte Suprema de Justicia (CSJ) en los juicios de inconstitucionalidad promovidos por las Universidades Nacionales debe modificarse, adoptando la posición sostenida por diversos constituyentes
 y expresada en diversos pronunciamientos doctrinarios
. 

La concepción a cambiar, emergente de la CSJ, entonces conformada por la llamada “mayoría automática”
, interpreta que el principio general es la equidad, el que puede pagarse la educación debe hacerlo y la gratuidad funge como complemento para los que no pueden pagar su formación universitaria. La nueva ley deberá plasmar la interpretación correcta y permitirá así modificar la postura sostenida por el Ministerio de Educación cuando las Universidades modificaron sus Estatutos, donde, siguiendo la doctrina de la CSJ, se impugnaron aquellos Estatutos que no contuvieran la fórmula “gratuidad y equidad” sin distinción alguna. Varios de esos juicios aun se encuentran pendientes de sustanciación ya que se llegaron a acuerdos de suspensión de términos en la actual gestión ministerial.

4. Concertación como modalidad de relación entre la universidad y el Estado.

Se impone eliminar de la normativa los rasgos de “evaluador” descomprometido de sus propias instituciones que adquiere el Estado en la Ley de 1995. La nueva modalidad de relación supera la desconfianza del Estado respecto de la Universidad autónoma e instaura mecanismos de concertación de objetivos y proyectos para el desarrollo integral de la sociedad. El mutuo respeto que postulan los instrumentos para canalizar la nueva relación, permitirá disipar el clima de sospecha que generaron en los universitarios estos años de ausencia e, incluso, de agresión del Estado respecto del sistema. 

El gobierno nacional ha implementado una política de recuperación del compromiso del Estado con las universidades nacionales. Como se señala en el documento Lineamientos del FUNDAR, creado por Resolución Ministerial  260/2005  del 28/03/2005, en esta nueva relación Estado-Universidades se requiere no sólo mejorar la calidad y el rendimiento de la enseñanza, la investigación y la extensión, sino también orientar estratégicamente todas estas actividades en pos de objetivos institucionales y sociales claros. Ello implica reconocer que no existe un único modelo de universidad socialmente deseable. Las universidades deben desarrollar su perfil institucional para dar una respuesta propia, personal, de calidad, diferenciada a partir de sus fortalezas, a fin de satisfacer adecuadamente la provisión de sus funciones básicas y sociales. En la definición de este perfil cabe también ir construyendo puentes con las otras instituciones de educación superior no universitarias del sistema, promoviendo gradualmente la transferencia de los estudiantes entre ambos sectores, a la par que se estimula la mejora de la calidad y la especificidad funcional de cada uno de ellos. 

El Fondo Universitario para el Desarrollo Nacional y Regional (FUNDAR), expresa una decisión institucional de trascendencia en la medida en que se trata de un instrumento que conjuga la instrumentación de las políticas del Estado respecto de las universidades, los espacios de concertación de prioridades entre el Estado y cada universidad y la administración de los fondos que permiten financiar los proyectos que resultan de esta concertación. 

La creación del FUNDAR constituye la institucionalización de una nueva relación entre el Estado y las Universidades Nacionales en la que la calidad de los servicios universitarios no la dicta el mercado, sino la sociedad, y en la que el mejoramiento continuo se asume como un compromiso con ella, solidariamente por parte de las instituciones universitarias y el Estado. 

La creación del FUNDAR establece definitivamente esta política de compromiso del Estado con la promoción de las reformas que las universidades necesitan realizar para adecuar sus capacidades a los desafíos que hoy le presenta el cumplimiento de su función social. 

El FUNDAR implica la instancia de institucionalización de esta nueva política por varios motivos: en primer lugar, porque se presenta como un instrumento capaz de canalizar las políticas prioritarias para el sector universitario estatal a través de distintos programas. En segundo lugar, incorpora los procesos de evaluación y acreditación asignándoles el carácter de diagnóstico estableciendo claramente para ellos un objetivo de mejoramiento en el marco del cumplimiento de la función social de cada universidad, y, finalmente, concurre con aportes financieros a la promoción de las reformas que las mejoras requieren.

En este marco, se propone que todas las universidades transiten hacia un proceso de celebración de contratos - programas plurianuales, ya que ellos constituyen la posibilidad de una concertación entre las prioridades de la universidad y las prioridades del Estado que se expresan en esas líneas de política sectorial. El contrato programa será, entonces, el resultado de este “acuerdo” entre partes. 

El contrato-programa resulta así un instrumento - a través del cual se hace operativa la política -, sustentado en la evaluación institucional  y en una actualización de la función social que permita a las universidades identificar las acciones necesarias para cumplir mejor con la segunda resolviendo progresivamente aquellos aspectos críticos señalados en las evaluaciones, buscando el mejor impacto a nivel institucional de las acciones programáticas.

La política contractual sólo tiene sentido en el marco de  la  autonomía: se funda en la evaluación de los resultados obtenidos por la universidad y la calidad de su proyecto, permitiendo a cada universidad afirmar su personalidad, su vocación para la excelencia y una mejor programación para su desarrollo. Da respuestas que se adaptan a proyectos de universidades diversas. 

A partir de la política contractual la universidad plantea sus problemas, y sus estrategias de mejora en el contexto del contrato programa y éste es discutido y analizado conjuntamente en reuniones y visitas a las instituciones por parte de los funcionarios a cargo de cada área.

La Concertación Contractual es en definitiva, el punto de encuentro entre las prioridades de política universitaria del Estado y las prioridades de las instituciones.

Otro instrumento fundamental resulta la Agencia Nacional de Promoción Científica, Tecnológica y de Innovación, cuya creación  fue convalidada en la Ley de Ciencia y Tecnología (Ley 25.467) que resulta concebida por la misma política.

En los hechos, el “Programa de Promoción” recientemente creado y al que se hace referencia en otro acápite, constituye también otra modalidad de la misma política de la cual el instrumento más adecuado que concilia objetivos nacionales con autonomía es el FUNDAR, que tiene expresión en las últimas leyes de presupuesto.

5. Calidad

Para acompañar y completar este cambio de rumbo en la política es necesario oficializar la asignación de nuevos objetivos a la evaluación institucional y a las evaluaciones de acreditación, explicitándolos en el marco de una concertación expresa entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Técnología, a través de la Secretaría de Políticas Universitarias, el Consejo de Universidades y la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU). La evaluación tendrá en lo sucesivo explícitos objetivos de mejoramiento, deberá analizar las instituciones y carreras en su calidad desde la perspectiva de su función social, su vinculación con las necesidades regionales y nacionales, su compromiso con el desarrollo del conocimiento, de la sociedad y de la producción. También deberán tenerse en cuenta los contextos regionales y los diferentes tipos de poblaciones a las que atienden las universidades. 

La garantía de calidad debe extenderse a todo el sistema de educación superior y comprender, con modalidades específicas, a todos las sedes, programas y carreras. Al mismo tiempo debe precisarse el objetivo de las evaluaciones, considerarlas como parte de un proceso de mejoramiento que cuenta con el respaldo financiero de Estado y supone un compromiso activo de éste con la función social de la universidad. 

La bibliografía demuestra que se ha superado la discusión acerca de las concepciones de la evaluación de la calidad, por ello se reitera que el proyecto que se concrete deberá hacer eje en la concepción de la evaluación de la calidad para el mejoramiento, tal como pueden encontrarse una gran cantidad de ejemplos concretos en nuestras prácticas institucionales.

El centro de atención debiera pasar por la intervención de los pares, miembros destacados de la comunidad científico-académica y depositarios del núcleo central del juicio de calidad. La agencia de evaluación y acreditación, hoy CONEAU, tiene una valiosa y aquilatada experiencia y cualquier modificación a su estructura debiera surgir de un elevado debate que incorpore un acuerdo básico: el fin del mejoramiento como efecto de las evaluaciones y la intervención de los miembros destacados de la comunidad académica en el juicio de calidad. 

En este sentido, se comparten las Orientaciones de Buenas Prácticas definidas por la INQAHE
, red que nace en 1991 comprendiendo agencias y gobiernos de más de 170 países, las que se agregan como Anexo II. 
6. Mejoramiento de la coordinación del sistema.

Se percibe consenso en revalorizar a los Consejos de Planificación Regional de la Educación Superior (CPRES) asignándoles responsabilidades efectivas de coordinación del sistema, con mayor protagonismo de todos sus integrantes, jurisdicciones provinciales y universidades. 
Capítulo 2: Hacia un Proyecto Superador

1.- Objetivos de una nueva ley de educación superior

El análisis se realiza con la mirada puesta en el futuro, en función de un proyecto superador, traduciendo los objetivos que se proponen a los siguientes:

a) Revalorizar los principios y garantías consolidados en el sistema universitario, de respeto irrestricto a la autonomía universitaria. 

b) Garantizar la gratuidad de la enseñanza de grado en las instituciones universitarias nacionales y la equidad, que se plasma mediante mecanismos que aseguren una efectiva igualdad de oportunidades para el acceso y permanencia en el sistema.

c) Mejorar la calidad de los procesos de enseñanza y aprendizaje y sus resultados en términos de formación de los  recursos humanos que la sociedad necesita.

d) Ampliar las oportunidades educativas, facilitando del acceso y la permanencia de los estudiantes en el sistema universitario, el logro de una formación básica sólida, la movilidad de los estudiantes al interior de las instituciones, entre distintas universidades y con Instituciones de Educación Superior no Universitaria

e) Lograr niveles de calidad equivalentes en distintas instituciones  de diferentes subsistemas

f) Incorporar sistemáticamente a las instituciones universitarias en las redes de actores para el desarrollo local y regional.

g) Integrar el sistema de educación superior, mediante la articulación entre universidades y entre éstas con el sector no universitario y con el nivel medio 

h) Desarrollar procesos de flexibilización curricular y de cooperación interinstitucional e interdisciplinar que posibiliten un uso más eficiente de los recursos, favorezcan la coherencia interna del currículum y la colaboración interdisciplinaria, la transferencia y la articulación curricular.

i) Apoyar a las instituciones universitarias en la implementación de proyectos de cambio y reforma tendientes al mejoramiento de su calidad institucional.

j) Asegurar la convergencia, complementación y coherencia entre las políticas de evaluación, promoción de la calidad y de financiamiento. 

k) Actualizar el compromiso social de cada institución universitaria y la pertinencia de la educación de ese nivel.

l) Organizar y potenciar los recursos del sistema para la transferencia a la producción y a los servicios.

m) Consolidar un sistema de calidad de la educación superior que reconozca como meta el mejoramiento continuo y ratificar el compromiso del Estado con las reformas para el mejoramiento de la calidad.

n) Jerarquizar la educación superior no universitaria, asegurando crecientes niveles de calidad con la participación del estado nacional, los estados provinciales y las instituciones universitarias. 

o) Avanzar en la inserción de la educación superior argentina en los procesos de internacionalización, integración y desarrollo local y regional.
p) Desarrollar y consolidar las capacidades de investigación en las instituciones universitarias y su papel protagónico en el sistema nacional de ciencia, tecnología e innovación.
2.- Síntesis sobre el Estado actual del tema 

La reciente sanción de la Ley de Educación Nacional (LEN) fue una clara demostración de la convergencia de los actores sociales y el gobierno en torno a un tema de interés general que se transforma en un tema central de agenda de gobierno y se expresa a nivel de leyes, tal como se analizó anteriormente.

Esta iniciativa deja expedito el camino para que la reforma de la LES ingrese como tema de agenda de gobierno.

Será éste el año del debate de un nuevo marco normativo para la educación superior, para tener luego tratamiento parlamentario. 

Se percibe entre los distintos actores universitarios consenso en el sentido de la oportunidad de avanzar en esta dirección. Un proyecto superador debe tener como única condición buscar las concertaciones necesarias para que el nuevo marco legal genere las condiciones para que las Universidades brinden su aporte al desarrollo nacional. 

3.- Antecedentes de la legislación vigente

Resulta conveniente al repasar los antecedentes, incluir en el análisis los decretos reglamentarios de la actual LES y referir a las condiciones alcanzadas para considerar como oportuno el debate para los cambios en el marco normativo de la educación superior. Existen en la SPU proyectos muy avanzados y consensuados para sustituir los actuales decretos reglamentarios de la LES.

4.- Contenido de la legislación vigente 

La LES vigente innovó respecto de la legislación anterior al comprender en un mismo cuerpo normativo la totalidad del nivel:
· Educación Superior Terciaria no universitaria

· Educación superior Universitaria

· Educación cuaternaria

· Instituciones de educación superior provinciales, nacionales, de gestión estatal y de gestión privada.

El contenido de la LES como asimismo los distintos capítulos que regulan las condiciones de creación, desarrollo, evaluación de la calidad, gobierno y coordinación del sistema, entre otros puntos, han formado parte de los acuerdos alcanzados en el trámite parlamentario y se considera que debe ser mantenido. 

Asimismo, las reformas que modificaron artículos puntuales de la ley (como el del acceso directo a posgrados para poseedores de títulos terciarios de 4 años, art. 39 bis) -entre otros- dan muestras de las necesidades que fueron surgiendo en los años pasados respecto de realizar reformas al texto original de la LES de 1995.

Analizando los dictámenes de mayoría y minorías como asimismo los proyectos del PEN y de los distintos bloques legislativos en 1995, éstos refieren a los mismos contenidos de la ley y por supuesto existieron notables diferencias en el modo de abordarlos y en el tratamiento que en definitiva sustentaron las posiciones de los actores en estos once años de vigencia de la LES.

Cuando hablamos del marco normativo para la Educación Superior estamos definiendo qué país imaginamos para las próximas generaciones. La nueva LEN marca un camino que debe ser abonado con una nueva Ley de Educación Superior.

Como se dijera anteriormente, “…el debate sobre el rol de la universidad y el conocimiento avanzado debe trascender los ámbitos universitarios y convertirse en tema de agenda política moderna tanto para los partidos políticos, el parlamento y la participación de todos los actores sociales, incluyendo el llamado “parlamento universitario” como se ha denominado al Consejo de Universidades.”

5.- La política de los años noventa 

Desde los debates que dieron marco a su tratamiento en el Congreso, la Ley 24.521 de Educación Superior fue objeto de fuertes y diversos cuestionamientos que actualmente se renuevan en un contexto diferente, en el que la sociedad y las políticas de Gobierno impugnan las reformas neoliberales de los años noventa. 

Desde esta perspectiva conceptual las objeciones a la  norma se centran en un eje que, más allá de algunas incoherencias y matices producto de la negociación parlamentaria, atraviesa todo el texto: la concepción de la educación superior, y especialmente de la educación universitaria, como un bien de mercado cuya calidad se garantiza mediante la competencia y al que la demanda le asigna pertinencia, y no la sociedad.

Es por eso mismo que la ley presenta alguna aparente paradoja, ya que profundiza la autonomía pero en su aspecto económico, más como abandono por parte del Estado que como asignación de nuevas responsabilidades, autorizando a las universidades nacionales a cobrar tasas y servicios (garantizándoles la intangibilidad de esos ingresos), a establecer los salarios del personal docente y no docente y facultándolas para dictar normas restrictivas al ingreso. 

6.- La introducción de los procesos de evaluación

La ley crea un sistema de evaluación institucional, de acreditación de grado y de postgrado siguiendo una  tendencia internacional que no es, con todo, uniforme en cuanto a los objetivos que estos sistemas persiguen en los distintos países. Para el nuestro la ley establece evaluaciones que son obligatorias y es obligatorio también para las instituciones diseñar programas de mejoramiento a partir de los diagnósticos que las evaluaciones establezcan, pero está ausente el correlato de un compromiso del Estado con las universidades para el financiamiento de esos programas. Los procesos de evaluación y acreditación parecen entonces  destinados a calificar los “productos” de la universidad, a exponer esa calificación ante el público de manera de alentar la competencia y ejercer una presión sobre el mejoramiento que las universidades sólo podrían resolver buscando financiamiento alternativo en el mercado, esto es, mediante el arancelamiento de las carreras. 

Esto se hacía, además, en un contexto de reiterados intentos de reducción presupuestaria y efectivas sub ejecuciones en las partidas acordadas por el Congreso a las universidades nacionales. 

Debe recordarse, para ubicarnos en lo ocurrido en la década pasada, que si bien el gobierno de Menem no generó mecanismos estables y con recursos nacionales para poner en práctica las reformas, se orientó a la búsqueda del financiamiento externo para inyectar fondos en las universidades, concretados con el Banco Mundial a través del Préstamo Reformas a la Educación Superior (PRES).

Si bien la ley crea la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU) con el carácter de organismo público, las mismas funciones (con excepción de la evaluación de nuevas instituciones a crearse) se asignan también a entidades privadas que tendrán ese carácter aún cuando en su constitución sólo participen universidades nacionales. 

La aparente mayor autonomía, en realidad, menoscaba el propio carácter estatal de las universidades nacionales, que pasarían a ser reguladas por el mercado, mientras se descompromete al Estado del destino y de la función social que tienen las universidades.

7.- Entre el Estado evaluador y el mejoramiento

Con todo, las cosas no sucedieron de acuerdo a las previsiones del texto legal aprobado en 1995. La resistencia de la propia comunidad universitaria en sus distintos estamentos y expresiones, las respuestas de los diferentes actores tanto en los gobiernos como en los organismos de planificación y evaluación del sistema universitario, asignaron otros significados a la ley mediante modalidades de implementación que muestran claramente ser resultado de una trama compleja y dinámica de tensiones, diálogos y negociaciones en el seno de la comunidad universitaria. De hecho la educación universitaria en Argentina no asumió nunca las reglas del mercado (salvo quizás, en lo referido a la oferta de maestrías especializaciones y pasantías) y mantuvo su vocación de bien social. 

Los dispositivos de la ley que debían apurar ese proceso fueron modificados por la práctica. Por un lado, la Evaluación Institucional se realizó sin que la CONEAU ni el Ministerio efectuaran presión por su obligatoriedad y las acreditaciones de carreras incorporaron el objetivo de mejoramiento alejándose de la dicotomía acredita/no acredita mediante la incorporación de una instancia, la acreditación por tres años con compromisos de mejoramiento, dedicada especialmente a este objetivo que se volvió, de esta manera, hegemónico. 

Se debe destacar que para los casos de las acreditaciones de grado realizadas (medicina, ingeniería, agronomía entre otras), la activa y comprometida participación de sus académicos y directivos a través de sus instituciones representativas (AFACIMERA-CONFEDI-AUDEAS, entre otras) no solo contribuyó a una implementación consensuada y armoniosa del proceso de acreditación sino que lo enriqueció. 

Pero fundamentalmente, profundizó un giro respecto de la concepción distante y extrañada que la ley previó para estos procesos y significó un paso para alcanzar un creciente compromiso entre el Estado y la comunidad universitaria al momento de dar cuenta de su responsabilidad social. En tanto esta experiencia mostró el interés de las agrupaciones disciplinares por el tema de la calidad. 
8- Resignificación de los procesos de evaluación

Finalmente, con  el advenimiento del Gobierno del Presidente Kirchner, se inició una política de recuperación del compromiso del Estado con la universidad pública evidenciada en decisiones concretas. Por un lado el gobierno saldó las deudas heredadas de los ejercicios anteriores; por primera vez en muchos años se alcanzó el cumplimiento de las ejecuciones presupuestarias y se efectuaron incrementos en la inversión que han recompuesto los salarios docentes y de los trabajadores universitarios a un nivel importante que supone una señal clara de una voluntad política que puede definirse como opuesta a la que predominó durante la década anterior e implica un camino que deberá transitarse durante mucho tiempo.
Por otra parte, el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología asumió una política de responsabilidad estatal con la calidad y el mejoramiento de las universidades nacionales, mediante programas destinados a financiar las acciones de mejoramiento que surgen de los procesos de acreditación. Estos programas, aplicados a las carreras de medicina, ingeniería y agronomía, abarcan a todas las carreras que realizaron el proceso de acreditación, es decir que cuentan con diagnósticos validados por comités de pares académicos, sin excluir a las carreras no acreditadas las que, mientras producen las reformas necesarias, no han visto afectada la validez de sus títulos.

Esta política implica la recuperación del compromiso del Estado con la universidad y de ambos con la función social del sistema universitario. En este marco las evaluaciones institucionales resultan un instrumento imprescindible para la búsqueda de una calidad con pertinencia y adquieren un sentido totalmente diferente del que les asignaba la Ley de Educación Superior. Son ahora expresión de este compromiso entre el Estado y la Universidad: ésta evalúa respecto de su capacidad para cumplir con calidad su función social y el Estado se compromete con esos diagnósticos aportando el financiamiento de los programas de mejoramiento. Ya no hay evaluación para distribuir premios y castigos, ni para diferenciar los productos universitarios en un supuesto mercado educativo (FOMEC), sino evaluación para mejorar un bien social imprescindible para el desarrollo de nuestra sociedad. 

En síntesis, las políticas implementadas se han apartado de la concepción ideológica que inspira la ley 24.521; le han cambiado el significado a los mecanismos que ésta establece.  

Para completar este cambio de rumbo en la política es necesario oficializar la asignación de nuevos objetivos a la evaluación institucional y a las evaluaciones de acreditación, explicitándolos en el marco de una concertación expresa entre el Ministerio de Educación, Ciencia y Técnología, a través de la Secretaría de Políticas Universitarias, el Consejo de Universidades y la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria. 

La evaluación en lo sucesivo deberá tener explícitos objetivos de mejoramiento, deberá analizar las instituciones y carreras en su calidad desde la perspectiva de su función social, su vinculación con las necesidades regionales y nacionales, su compromiso con el desarrollo del conocimiento, de la sociedad y de la producción. También se tendrán en cuenta los contextos regionales y los diferentes tipos de poblaciones a las que atienden las universidades.

9.- La CONEAU y su impacto

Resulta imprescindible incorporar las conclusiones de un completo estudio de opinión sobre el accionar de la CONEAU, que forma parte de su informe de Autoevaluación. En el mismo se indaga a las autoridades universitarias, a los pares académicos, a técnicos y autoridades políticas acerca de lo actuado y la significación de CONEAU en el sistema universitario. El estudio comprende un universo muy representativo, del cual se rescatan las siguientes opiniones dominantes:

· La CONEAU llegó para quedarse. Después de una etapa de constitución, aprendizaje y consolidación, la CONEAU ha logrado establecerse y legitimarse como integrante estratégico del sistema universitario argentino y agencia con prestigio regional e internacional. Aún no ha terminado de definir su perfil institucional como agencia evaluadora. A nivel metodológico arraigó la evaluación por Pares académicos y disciplinarios y la aplicación de estándares de calidad como prácticas habituales y rasgos constitutivos de la evaluación de la educación superior en la Argentina.

· La CONEAU se ha convertido en la opción estatal más demandada a la hora de establecer políticas públicas para los niveles terciario y cuaternario de la educación.

· Los informes y dictámenes de la CONEAU cumplen con la exigencia legal de dar “fe pública” de la calidad de las instituciones universitarias, sus proyectos institucionales y los programas académicos y científicos que implementan. 

· El logro más destacable del trabajo de la CONEAU en su primera década de existencia y que pasa frecuentemente desapercibido es el de haber fomentado la emergencia y consolidación de una cultura de la evaluación crecientemente difundida a nivel de todo el sistema universitario argentino y, especialmente, el de haber logrado frenar la creación indiscriminada de nuevas instituciones universitarias tanto estatales como privadas.

· A las Universidades les ha permitido: elaborar planes de mejoramiento; fundamentar adecuadamente programas de gobierno y gestión institucional; legitimar juicios de calidad sobre las distintas unidades académicas; mejorar los sistemas de producción y difusión de datos básicos sobre la universidad y dotar de mejores estadísticas a las áreas de planeamiento y administración de recursos; dotar a las autoridades de argumentos mejor fundamentados para gestionar recursos financieros.

Estas conclusiones resultan insoslayables a la hora de debatir el futuro de un sistema de calidad universitaria para plasmarlas en una ley que debe ser superadora y por lo tanto estar basada en los consensos y la experiencia.

Capítulo 3: Agenda de contenidos 

1. La educación superior como bien social o servicio público

Se reitera lo señalado anteriormente, en el sentido de compatibilizar lo establecido en la recientemente sancionada LEN 26.206. Se debería establecer el carácter de bien social para la educación superior, y a ese carácter se remite la pertinencia de las funciones y acciones de la universidad, convirtiéndose en el criterio desde el que se asegura la calidad y al que se orienta el mejoramiento. 

Se reestablece y profundiza el compromiso del Estado como garante de la educación superior y de su calidad frente a la sociedad y al sistema, así como de su financiamiento y gratuidad de los estudios de grado.

2. Autonomía

En el mismo sentido de lo ya señalado: Profundizar la autonomía de manera auténtica y jerarquizarla en el nivel institucional. Para eso deberían las  universidades recuperar las plenas facultades respecto del régimen de alumnos y las funciones de sus órganos de gobierno. Establecer garantías para el ejercicio de la ciudadanía universitaria con los mejores niveles de calidad democrática. Reconocer a las universidades como actores e interlocutores de las políticas públicas y de su propio desarrollo, con apoyo del Estado.

3. Inclusión y gratuidad

Establecer políticas e instrumentos para favorecer la inclusión de los sectores sociales en la educación superior. Para eso se debería otorgar garantías expresas de gratuidad para la formación de grado, incorporar instrumentos concretos que contribuyan a la nivelación en la formación de los ingresantes, la articulación con el nivel medio y el acceso a la educación superior como así también el desarrollo de políticas de gestión curricular e innovación pedagógica que mejoren las condiciones de formación y aprovechamiento en los primeros años. También se deberían incorporar instrumentos y procedimientos que favorezcan la articulación entre instituciones y carreras de educación superior, brindando más oportunidades de formación a los estudiantes. 

4. Calidad

También corresponde reiterar lo señalado: Ampliar las garantías de calidad a todo el sistema de educación superior, haciéndolo extensivo con modalidades específicas, a todos las sedes, programas y carreras. Se debería modificar además el objetivo de las evaluaciones y acreditaciones, siendo este parte de un proceso de mejoramiento con el respaldo financiero del Estado y un compromiso activo con la función social de la universidad pública. Con ese objeto se debería incorporar al texto legal el Fondo Universitario para el Desarrollo Nacional y Regional (FUNDAR). Establecer el carácter público, estatal y académico de los procesos de evaluación y acreditación.

5. Las Universidades Privadas 

Este documento plantea la necesidad de una nueva ley de educación superior superadora de la vigente. Las Universidades Privadas se encuentran arraigadas en el país siendo muy importante su aporte en los cincuenta años que llevan de legal existencia. Su régimen jurídico y su jerarquía institucional no puede sufrir cortapisas, debiendo adecuarse a los principios y objetivos que se fijen en la nueva normativa.

El control del Estado debe mantenerse y reforzarse en la creación de nuevas instituciones universitarias y en el sistema de calidad.

Debe formar parte del debate necesario el tipo jurídico que asumen las instituciones que fundan y sostienen a las Universidades Privadas. Actualmente éstas son Fundaciones o Asociaciones Civiles. En ambas se excluye el fin de lucro que en el régimen jurídico argentino caracteriza además a las Sociedades Cooperativas y admite la posibilidad de otras entidades que hacen a la economía social. El punto del debate debiera ser: ¿qué instituciones sin fines de lucro pueden fundar la creación de Universidades Privadas y cuál debe ser la relación entre la entidad patrocinante y la institución universitaria una vez creada?

¿Cual es la mejor forma de garantizar la sustentabilidad de las Universidades Privadas? Teniendo en cuenta el interés del Estado en la actividad, debiera dotarse al Estado de instrumentos para facilitar aportes, a través de donaciones de empresas, de particulares y distintas formas de mecenazgo. También la actividad debiera estar exenta de impuestos y debieran participar todas las Universidades en los incentivos que se dispongan para la inversión en distintos sectores que se vinculen con las Universidades.  

Otro eje del debate que debiera plantearse es si resulta conveniente mantener la distinción entre Instituto Universitario y Universidad por la atención de un área disciplinaria o una pluralidad de las mismas, tal como lo dispone la ley vigente. Al respecto resulta muy interesante las reflexiones contenidas en la publicación de CONEAU: Institutos Universitarios de 1998.

6. Los Colegios Universitarios

Es una cuestión cultural muy arraigada que todo lo post secundario y no universitario tiene poco valor, con excepción de la formación docente. Argentina tiene un sistema binario de educación superior que ha llevado simultáneamente a que otros países potenciaran sistemas con instituciones diferenciadas. Una alternativa que surgió de distintas instituciones y del impulso del Dr. Alberto C. Taquini (h) se encuentra contemplada en la actual ley de educación superior, art. 22.

El Colegio Universitario es una institución de educación superior no universitaria (tecnicatura o profesorado) dependiente de las jurisdicciones provinciales que, manteniendo su status jurídico, realiza convenios, articulación y transferencia de estudios con universidades. 

El objeto de la denominación Colegio Universitario es transparentar ante la sociedad y los alumnos que los estudios que se cursan en dicha institución son transferirles automáticamente con calidad a las universidades.

Existen casi 2000 instituciones de educación superior no universitaria en Argentina, de las cuales tienen la denominación de colegios universitarios 150. De estas 2000 instituciones el 50% articula por convenio con universidades. 

Por distintos mecanismos de articulación o de integración curricular, muchos graduados de carreras terciarias y docentes prolongan sus estudios para obtener licenciaturas anotándose en universidades. Por ello resulta fundamental incorporar al debate a los Colegios Universitarios como instrumento de integración de la educación superior no universitaria con la universitaria.

El debate debe comprender que la educación superior cuenta con más de un millón de alumnos en las universidades y más de medio millón en los terciarios y el tránsito de una a otra institución con el reconocimiento de lo cursado en cada una, constituye uno de los aspectos más rígidos del sistema que amerita un  debate acerca de la procedencia o no de encarar acciones conducentes a su flexibilización. 

En los países centrales de la Unión Europea y en EEUU esta articulación constituye una fuerza social potente e irreversible.

Por supuesto que los convenios entre terciarios y universidades deben contemplar planes de estudio que se ajustan entre ellos y se interactúa buscando equivalencia de calidad. Para una correcta articulación, los terciarios debieran tener canales curriculares diferenciados para las carreras técnicas, por un lado y para los tramos preuniversitarios por otro, tal como funciona en experiencias exitosas en otros países.

Desde la década pasada se ha desarrollado una intensa acción comunitaria tendiente a crear localizaciones universitarias a la que las Universidades han dado respuesta sin planificación y sin referencia en términos de calidad. De esta manera proliferan más de ciento cincuenta sedes y subsedes universitarias en ciudades entre 20.000 y 40.000 habitantes. Debe discutirse si este fenómeno puede ser canalizado a través de la figura del colegio universitario teniendo en cuenta que muchas de esas sedes y subsedes nacieron de la trasformación articulada del terciario existente. El debate debe incluir si estimular esto permite tener un elemento disuasivo para la creación de Universidades surgidas de apetencias locales sobredimensionadas. 

En este sentido resulta conveniente citar un dictamen realizado por el recordado Dr. Emilio F. Mignone siendo Presidente de la CONEAU, en el que se induce a los institutos terciarios a convertirse en colegios universitarios y recién después de un período largo de calidad e inicio en ellos de la investigación, pedir su transformación a universidades. 

La combinación de estrategias institucionales y cambios pedagógicos puede resultar eficaz para superar un problema central de la Universidad hoy: la alta deserción, sobre todo en el primer año, la que no obedece sólo a cuestiones económicas. Por ello la aplicación de Ciclos Generales de Conocimientos Básicos con Colegios Universitarios pueden significar la retención en sus ciudades de origen a los alumnos de la zona por dos o tres años, obtener un título terciario y con este recién migrar para terminar una licenciatura en una universidad o incorporarse directamente con la tecnicatura al mundo del trabajo.

7. Agencia

La integración y la cooperación son herramientas estratégicas para lograr el fortalecimiento de las universidades y por su intermedio el desarrollo de las comunidades donde ellas se insertan. El Estado debe realizar la tarea de articulación, coordinación y promoción de la Universidad Argentina. 

Con este criterio se creó el  Programa de Promoción de la Universidad Argentina para promover las actividades de las Instituciones Universitarias Argentinas en el exterior en consonancia con los intereses estratégicos de la Nación y la mejora de la asistencia especializada a la sociedad local, regional y nacional. El programa auspiciará y promoverá  procesos de integración con instituciones educativas del extranjero, fortaleciendo la existencia de redes y fomentando la creación de nuevas asociaciones.

La internacionalización de la educación superior es un proceso de incorporación de la dimensión internacional en la cultura y estrategia institucional, en las funciones de la formación, la investigación, la extensión, la vinculación, la función social, y en la proyección de la oferta y capacidades de la universidad. 

Compartimos las reflexiones de Carlos Abeledo en el sentido que para integrarse al movimiento de internacionalización de la educación superior actualmente en desarrollo, se requerirá de condiciones internas que lo favorezcan. Frente a un escenario en desarrollo de competencia interestatal, entre sistemas nacionales o regionales se impone un cambio en la lógica de la competencia interna. Esta lógica, la competencia entre instituciones de educación superior (IES) al interior de un espacio nacional, vendría a constituirse en un error estratégico porque los estados nacionales (USA, Australia, Nueva Zelanda) y las regiones (UE) apoyan la expansión de sus sistemas de educación superior en un espacio globalizado. Por tanto para competir con éxito se debería tener claro que primero hay que constituir un "sistema de educación superior articulado que garantice calidad". Implica colocar límites a la competencia interna, también como una decisión estratégica en la competencia interestatal por el volumen de financiamiento que esta competencia exige. 

Ello supone un cambio en las perspectivas en el que las universidades se piensan en los últimos años.  Una hipótesis a tener en cuenta es que las universidades pergeñaron un modo de actuar frente a la impronta reformista de esa época. Una de estas astucias ha sido la de asumir el espíritu de la competencia, aunque más no sea para procurarse "recursos propios" frente a la amenaza siempre presente del recorte fiscal. Esta "adaptación" al nuevo ambiente produjo un aprendizaje en las universidades. Desestructurar este modo de hacer (se) implica desmontar rutinas. 

Por ello el Estado debe "estimular" a través de políticas activas, la cooperación como base de un nuevo contrato con las universidades. Promover asociaciones de universidades, modalidades de articulación, cooperación, redes que constituyan una referencia fuerte hacia el exterior, para la formación de recursos humanos altamente capacitados (grado y posgrados) y la integración en redes de I+D en consonancia con los objetivos de desarrollo nacional. 

Participar en el espacio globalizado de educación superior supone una estrategia que permita frenar el drenaje de recursos humanos altamente capacitados hacia países desarrollados; consolidar el sistema científico tecnológico con los aportes de agencias extranjeras (científicos, tecnólogos, Agencias de Promoción de CyT, empresas); repatriar recursos humanos en el extranjero; captar financiamiento para el desarrollo de la investigación básica y aplicada y promover la interculturalidad, la cooperación, sobre valores tales como la solidaridad y el respeto al otro.

8. Evaluación y acreditación

En este acápite el documento recoge la propuesta que considera consensuada entre los actores principales del sistema, la que igualmente deberá ser sometida a debate: debe existir una sola agencia estatal de Evaluación y Acreditación universitarias. 

Entre las propuestas sobre su composición, prevalece la idea de achicar el número de integrantes nominados por el Congreso y ampliar los emergentes de la comunidad universitaria. Existen otras propuestas que no gozan de consenso, que propician la incorporación como miembros, de estudiantes o de graduados o de entidades profesionales o de entidades sociales, con distintas modalidades de implementación.

Más extendida resulta la propuesta de que, previa a la designación por parte del PEN de cada uno de los miembros de CONEAU, deberán hacerse público sus antecedentes con el fin de cumplir con la ley que exige reconocida jerarquía académica o científica.

Resulta un valor entendido que debe reafirmarse, que las evaluaciones y acreditaciones a cargo de la CONEAU se realizarán con el protagonismo del sistema universitario mediante la participación de pares académicos para cuya selección deberá consultarse a las universidades. En relación a los estándares resulta indispensable que se establezcan en acuerdo entre el Consejo de Universidades y el MECyT y no en consulta.

9. Claustros

Como parte de un acuerdo entre las Universidades Nacionales, la ley debe definir con claridad la composición del claustro docente, en caso de que los auxiliares docentes no forman parte, se integrará otro claustro que tendrá la misma representación numérica que el claustro de graduados. Estos últimos deberán integrar los órganos de gobierno y cumplirán con los requisitos expresados en el actual artículo 53 inc. d LES 24521. Los trabajadores no docentes serán incluidos con voz y voto, con independencia de sus organizaciones gremiales. 

10. Ciudadanía universitaria

La experiencia vivida en los últimos veintitrés años de vigencia de la autonomía universitaria nos convence que la ciudadanía universitaria debe ser tema de la ley, que funge en el caso como correctora de situaciones anómalas existentes en algunas universidades y orientadora del conjunto. En tal sentido se considera que los docentes designados por concurso deberán representar un porcentaje no inferior al sesenta por ciento (60 %) de las respectivas plantas de cada institución universitaria. 

Los docentes interinos con más de dos (2) años de antigüedad continuados gozarán de ciudadanía universitaria y podrán ejercer los derechos políticos activos y pasivos. Debe formar parte del debate la propuesta no consensuada que considera que transcurridos cinco (5) años sin haber concursado, se pierde la ciudadanía universitaria, la que no se recupera con la designación en un nuevo cargo interino de la misma universidad.

Debe incluirse asimismo al claustro de auxiliares docentes en iguales condiciones.

11. Posgrado

Incorporar las especialidades. 

12. Régimen de Títulos

En relación al régimen de títulos, todas las carreras deben ser sometidas al reconocimiento nacional del título por parte del MECyT, para lo cual deben cumplir, además de la carga horaria fijada por el Ministerio en acuerdo con el Consejo de Universidades (CU), recaudos tendientes al aseguramiento de condiciones institucionales, calidad y organización del sistema y del régimen de títulos que establezca la reglamentación. 

La oferta de grado o posgrado destinada a instrumentarse total o parcialmente fuera de la sede central de la institución universitaria deberá contar con un reconocimiento oficial otorgado especialmente al efecto.

Los títulos correspondientes a profesiones reguladas por el Estado o a profesiones que resulten de importancia crítica para el desarrollo social deben redefinirse partiendo de la experiencia acumulada y precisando los criterios para su inclusión, los que deben ser definidos con la decisiva participación de las universidades.

13. Consejo de Universidades.

En la actual normativa constituye el principal órgano de coordinación del sistema, con importantes funciones. Deben mantenerse y darle al denominado “Parlamento de la Universidad Argentina” un funcionamiento permanente.

Constituye el único lugar de decisión donde convergen las máximas autoridades de las Universidades Nacionales, de las Universidades Privadas y de los CPRES. Conforme la experiencia recogida, resulta conveniente debatir si se debe modificar la composición actual del mismo. Un consenso que se perfila en este sentido resolvería la cuestión de modo práctico, estableciendo que representantes de los CPRES sean necesariamente rectores de Universidades Nacionales o bien que se respete la proporción que tienen los sub-sectores nacional y privado en el conjunto del sistema. 

14. Duración de los mandatos. 

Resulta indispensable incorporar el principio constitucional de la periodicidad de los mandatos y unificar los criterios de duración de las autoridades electivas. 

En tal sentido se propicia que los titulares de los órganos unipersonales de gobierno duren en sus funciones cuatro años y puedan acceder a una sola reelección consecutiva. Debe contemplarse una claúsula transitoria que comprenda a los Rectores y Decanos actualmente en ejercicio de tal manera que se consideren los mandatos actuales como primero o segundo según corresponda, no pudiendo permanecerse más de ocho años ininterrumpidos en el cargo salvo que completen mandatos vigentes a la fecha de entrada de la ley, con el  mismo espíritu o en el mismo sentido que la disposición transitoria novena de la Constitución Nacional reformada en 1994.

15. Sostenimiento de las instituciones universitarias

Corresponde al Estado Nacional asegurar el aporte financiero para el sostenimiento de las instituciones universitarias nacionales que garantice su normal funcionamiento, desarrollo y cumplimiento de sus fines. 

Para la distribución de ese aporte entre las mismas se deberá tener especialmente en cuenta indicadores que conformen pautas de distribución en acuerdo con el CIN y se deberán incorporar gradualmente estrategias de financiamiento de planes de mejoramiento, concertados con las instituciones, en el marco de los Planes de Desarrollo Institucional. 

En ningún caso podrá disminuirse el aporte del Tesoro Nacional como contrapartida de la generación de recursos complementarios por parte de las instituciones universitarias nacionales. Un avance importante respecto de la distribución equitativa y realista de los recursos constituye el Modelo de Asignación de Recursos por Pautas en el que han estado trabajando en paralelo y en conjunto tanto la SPU como el CIN y se espera arribar a una versión definitiva en breve.

16. Centralización o descentralización salarial

La nueva ley debe definir criterios sobre la cuestión salarial y la participación del MECyT en el tema. Los aumentos salariales efectuados desde 2004 a la fecha han tenido como correlato incrementos presupuestarios.

Se ha generado una centralización de hecho en la discusión salarial con la SPU como actor excluyente, que de surgir consenso para su incorporación a la nueva ley, tal como lo piden las organizaciones gremiales, debe contemplar la unificación de la representación de las Universidades con facultades vinculantes, el establecimiento de una relación CIN-SPU que comprenda la obligación de informar las plantas de autoridades, docentes y no docentes y la asignación de atribuciones para la paritaria general y las paritarias específicas de cada Universidad. 

El tema se presenta en su complejidad porque necesariamente debe estar contemplado en la ley y ser parte del debate previo a las iniciativas que se realicen. 

17. Becas

A fin de garantizar la equidad y la igualdad de oportunidades y posibilidades para el acceso y permanencia en los estudios, las universidades deberán prever regímenes de becas. Los sistemas de becas, préstamos u otro tipo de ayuda estarán fundamentalmente destinados a aquellos estudiantes que demuestren aptitud suficiente y respondan adecuadamente a las exigencias académicas de la institución y que por razones económicas no pudieran acceder o continuar los estudios universitarios, de forma tal que nadie se vea imposibilitado por ese motivo de cursar tales estudios. 

Por su parte, el Presupuesto Nacional debiera incrementar el rubro actualmente vigente y asignar al MECyT fondos suficientes para garantizar el acceso y la permanencia de estudiantes en las condiciones que se indican. Este fondo no debiera ser inferior al 4% del presupuesto universitario total.

18. La Concertación Universitaria. El Fundar

Las leyes de Presupuesto 2005 y 2006 han contemplado el Fondo Universitario para el Desarrollo Nacional y Regional (FUNDAR), administrado por el Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de la Nación y destinado a la promoción y fomento de acciones universitarias para el desarrollo nacional y regional tendientes a la mejora de la calidad y pertinencia de las instituciones universitarias nacionales.

El FUNDAR se integra con fondos específicos provenientes del Tesoro Nacional, de operaciones de crédito externo, de la cooperación internacional y de los aportes del sector privado.

Constituye la más importante herramienta de concertación universitaria, siendo el instrumento en el cual se plasma el cumplimiento de objetivos nacionales por parte de las Universidades y se garantiza el financiamiento de los planes estratégicos y de desarrollo institucional que elaboran las Universidades como consecuencia de sus objetivos de mejoramiento de la calidad.

Este instrumento, vinculado con un mecanismo de asignación de recursos presupuestarios fundado en criterios objetivos constituye una medida de cambio copernicano en relación a la experiencia desarrollada desde la normalización universitaria.

Por medio del FUNDAR, a título de ejemplo, se asignarán recursos a las instituciones universitarias para:

a) Proyectos especiales dirigidos al desarrollo de líneas estratégicas de políticas públicas para el sistema universitario. 

b) Contratos - Programa Plurianuales celebrados con las instituciones universitarias nacionales en ejercicio de su autonomía y en el marco de su Plan Estratégico para el financiamiento de su proyecto de desarrollo institucional que deberá tener en cuenta prioridades nacionales, necesidades regionales prioritarias, y las mejoras recomendadas en los procesos de evaluación externa y acreditación de carreras. 

19. La investigación y la misión de la universidad

Hoy, la investigación es reconocida como una de las tres misiones fundamentales de la universidad. En el contexto actual de profesiones cuya base científica evoluciona cada vez más rápidamente, la universidad sólo puede cumplir plenamente su misión si sus estudiantes se forman en un ambiente creativo, con profesores que participan activamente en procesos de creación de conocimientos  y que pueden transmitirles las aptitudes para poder desempeñarse en profesiones que estarán en permanente evolución.

La política científica de cada universidad debería concebirse en el marco de su misión social. La discusión debería darse en torno a cuáles son las posibles orientaciones de una política que mantenga en la universidad sus misiones fundamentales de: 

· formación de egresados con conocimientos, hábitos y capacidades para desempeñarse en un mundo en rápida evolución, 

· realizar investigación científica que de sustento a su misión de enseñanza y que contribuya al análisis de problemas relevantes de la sociedad que la sustenta, y 

· transferir conocimientos en respuesta a las demandas del sector público, las empresas y la sociedad en general.

Para ello, el desarrollo de la investigación científica en todas las áreas del conocimiento debe ser un elemento esencial de toda la actividad universitaria. Deben garantizarse mecanismos de aseguramiento de la calidad en las actividades de investigación en las universidades. Una manera es fomentando la participación de las mismas en los mecanismos competitivos de asignación de recursos. Resulta fundamental coordinar las actividades de investigación entre las Universidades y los organismos de promoción y gestión de ciencia, tecnología e innovación.
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Anexo I:  

Declaración de la UNESCO de 1998 

1. De conformidad con el párrafo 1 del articulo 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el acceso a la educación superior ha de ser  igual para todos,  en función de los meritos respectivos, Por consiguiente, en el acceso a la educación superior no se podrá admitir ninguna discriminación fundada en la raza, el sexo, el idioma, la religión o en consideraciones económicas, culturales o sociales, ni en discapacidades físicas.

2. Hay que preservar, reforzar y fomentar aun mas las misiones fundamentales de los sistemas de educación superior (a saber, educar, formar, llevar  a cabo investigaciones y, en particular, contribuir al desarrollo sostenible y al mejoramiento del conjunto de la sociedad), especialmente a fin de  formar diplomados altamente cualificados y ciudadanos responsables  y de contribuir un espacio abierto que propicie  la educación superior y el aprendizaje a lo largo de la vida.  Además, la educación superior esta desempeñando funciones sin precedentes en la sociedad actual,  como componente esencial del desarrollo cultural, social, económico y político, y como elemento clave del fortalecimiento de las capacidades endógenas, la consolidación de los derechos humanos, el desarrollo sostenible, la democracia y la paz, en un marco de justicia. La educación superior ha de velar porque prevalezcan los valores e ideales de la cultura de la paz.

3. Las instituciones de educación superior, su personal y sus alumnos deberán preservar y desarrollar sus funciones fundamentales, sometiendo todas sus actividades  a las exigencias de la ética y el rigor científico intelectual. Deberán reforzar también sus funciones  criticas de previsión, mediante un análisis constante de las nuevas tendencias sociales, económicas, culturales y políticas, desempeñando de esta manera funciones de centro de previsión, alerta y prevención. Deberán para ello disfrutar de  plenas libertades académicas y autonomía,  siendo al mismo tiempo plenamente responsables con la sociedad y rindiéndole cuentas.

4. La pertinencia de la educación superior debe evaluarse en función de la adecuación entre lo que la sociedad espera de las instituciones y lo que éstas hacen. Para ello, las instituciones y los sistemas, en particular en sus relaciones aún más estrechas con el mundo del trabajo, deben fundar sus orientaciones a largo plazo en objetivos y necesidades sociales, y en particular en el respeto de las culturas y la protección del medio ambiente. Fomentar el espíritu de empresa y las correspondientes  capacidades e iniciativas ha de convertirse en una de las principales preocupaciones de la educación superior. Ha de prestarse  especial atención a las funciones de la educación superior al servicio de la sociedad, y mas concretamente a las actividades encaminadas a eliminar la pobreza, la intolerancia, la violencia, el analfabetismo, el hambre, el deterioro del medio ambiente y las enfermedades, y a las actividades dirigidas al fomento de la paz mediante un planeamiento interdisciplinario y transdisciplinario.

5. La educación superior es un componente de un sistema único que empieza con la educación para la primera infancia y la enseñanza primaria y continua a lo largo de toda la vida. La contribución de la educación superior al desarrollo del conjunto del sistema educativo y a la nueva orientación  de su vinculación con los demás niveles de enseñanza, y mas concretamente con la enseñanza secundaria, ha de ser una prioridad. La enseñanza secundaria debe no sólo preparar para la enseñanza superior y facilitar el acceso a ésta, sino también ofrecer una formación general y preparar a los estudiantes para la vida activa.

6. La diversificación de los modelos de educación superior y de los métodos y los criterios de acceso es indispensable tanto para atender a la demanda como para brindar a los estudiantes las bases y la formación rigurosas necesaria para entrar al siglo XXI.  Los educandos han de disponer de una gama óptima de posibilidades de educación, y la adquisición de saberes y conocimientos prácticos ha de efectuarse desde el punto de vista de la educación a lo largo de toda la vida, lo cual supone que se puede ingresar en el sistema y salir de él fácilmente.

7. La calidad de la educación superior es un concepto multidimensional que debería comprender todas sus funciones y actividades: enseñanza y programas académicos, investigación y becas, dotación de personal, alumnos, infraestructura y entorno académico. Ha de prestarse una especial atención al progreso de los conocimientos mediante la investigación. Las instituciones de educación superior de todas las regiones han de someterse a  evaluaciones internas y externas realizadas con transparencia  y llevadas a cabo abiertamente por expertos independientes. Sin embargo, ha de prestarse la debida atención  a las particularidades de los contextos institucionales, nacionales y regionales, a fin de tener en cuenta la diversidad y evitar la uniformidad. Se percibe la necesidad de una nueva visión y un nuevo modelo de educación superior, que debería estar centrado en el estudiante. Para alcanzar dicho objetivo, hay que reformular los planes de estudio, no contentarse con el mero dominio cognitivo de las disciplinas e incluir la adquisición de conocimientos prácticos, competencias y aptitudes para la comunicación, el análisis creativo y crítico, la reflexión independiente y el trabajo en equipo en contextos multiculturales.

8. Un elemento esencial para las instituciones de enseñanza superior es una enérgica política de formación del personal. Se deberían establecer directrices claras sobre los docentes de la educación superior, a fin de actualizar y mejorar sus competencias, estimulándose la innovación permanente en los planes de estudio y los métodos de enseñanza apropiadas, y velándose asimismo por la excelencia de la investigación y la enseñanza con medidas en las que queden reflejadas las disposiciones pertinentes de la Recomendación relativa a la condición  del personal docente de la enseñanza aprobada por la  Conferencia General de la UNESCO en Noviembre de 1997.

9. Los responsables de la adopción de decisiones en los ámbitos nacional e institucional deben situar a los estudiantes y sus necesidades en el centro de sus preocupaciones, y considerarlos participantes esenciales y protagonistas responsables del proceso de renovación de la educación superior. Hay que desarrollar los servicios de orientación, en cooperación con las organizaciones estudiantiles, a fin de tener en cuenta las necesidades de categorías cada vez más diversificadas de educandos. Los alumnos que abandonan sus estudios han de tener oportunidades adecuadas para volver a la enseñanza superior, de estimarlo conveniente y en el momento que les parezca oportuno. Las instituciones de educación superior deben formar a los estudiantes para que se conviertan en ciudadanos bien formados y profundamente motivados, provistos de un sentido crítico y capaces de analizar los problemas y buscar soluciones para los que se planteen a la sociedad, de aplicarlas y asumir responsabilidades sociales.

10. Hay que tomar o fortalecer medidas encaminadas  a obtener la participación de las mujeres en la educación superior, en particular en el ámbito de la adopción de decisiones y en todas las disciplinas en las que están insuficientemente representadas. Se requieren más esfuerzos para suprimir todos los estereotipos fundados en el género en la educación superior. Eliminar los obstáculos y mejorar el acceso de la mujer a la educación superior sigue siendo una prioridad urgente en el proceso de renovación de los sistemas e instituciones.

11. Hay que utilizar plenamente el potencial de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación para la renovación de la educación superior, mediante la ampliación y diversificación de la transmisión del saber, y poniendo los conocimientos y la información a disposición de un público más amplio. Ha de conseguirse el acceso equitativo a éstas mediante la cooperación internacional y el apoyo a los países que no disponen de la capacidad de adquirir dichos instrumentos. La adaptación de estas tecnologías a las necesidades nacionales, regionales y locales, así como el suministro de sistemas técnicos, educativos, de gestión e institucionales para mantenerlas, ha de constituir una prioridad.

12. La educación superior ha de considerarse un servicio público. Si bien se requieren fuentes de financiación diversificadas, privadas y públicas, el apoyo público a la educación superior y  a la investigación es fundamental para conseguir que las misiones educativas y sociales se cumplan de manera equilibrada. En la educación superior, la gestión y la financiación han de ser instrumentos de la mejora de la calidad y la pertinencia. Ello requiere la creación de capacidades y  la elaboración de estrategias apropiadas de planificación y análisis de políticas, basadas en la asociación entre las instituciones de educación superior y las correspondientes autoridades. Las instituciones han de gozar de autonomía en sus asuntos internos, pero han de rendir cuentas a la sociedad de un modo claro y transparente.

13. La dimensión internacional de la educación superior es un elemento intrínseco de su calidad. El establecimiento de redes, que ha resultado ser uno  de los principales medios de acción actuales, ha de estar fundado en la ayuda mutua, la solidaridad y la igualdad entre asociados. Hay que poner freno al “éxodo de competencias “, ya que sigue privando a los países en desarrollo y a los países en transición de profesionales de alto nivel necesarios para acelerar su progreso socioeconómico. Se debe dar prioridad a programas de formación en los países en vías de desarrollo, en centros de excelencia organizados en redes regionales e internacionales, acompañados de cursillos en el extranjero, especializados e intensivos de corta duración. 
14. Han de ratificarse y aplicarse los instrumentos normativos regionales e internacionales de reconocimiento de estudios y diplomas, incluidos los que atañen a la homologación de conocimientos, competencias y aptitudes de los diplomados, a fin de permitir a los estudiantes cambiar de curso con más facilidad y de aumentar la movilidad de los sistemas nacionales y entre ellos.

15. La asociación estrecha entre todas las partes interesadas – responsables de las políticas nacionales, gobiernos y parlamentos, medios de comunicación, personal docente y asociado, investigadores, estudiantes y familias, el mundo laboral y los grupos comunitarios—es indispensable si se quiere poner en marcha un movimiento de reforma y de renovación profundas de la educación superior.

Esta declaración refleja con acierto las opiniones de los expertos, tanto políticos como académicos, en el campo de la educación superior. En efecto, servirá al futuro de la humanidad cuando todos los esfuerzos dirigidos a mejorar la calidad, la pertinencia, la accesibilidad y la internacionalización de la educación se basen en las repercusiones de la Declaración Mundial sobre la Educación Superior y respeten los valores de la diversidad, la creatividad y los planteamientos innovadores. Sólo entonces la educación superior podrá contribuir verdaderamente a construir un futuro mejor para todos.

Anexo II : 
INQAAHE, Red Internacional de Agencias de Aseguramiento de la Calidad en la Educación Superior

ORIENTACIONES DE BUENAS PRÁCTICAS
1. 
La Declaración de misión.

La Agencia de Aseguramiento Externo de la Calidad  (AEC)  tiene una declaración escrita o conjunto de objetivos que toman en cuenta el contexto cultural e histórico de la agencia. La declaración explicita que el aseguramiento externo de la calidad es una actividad principal de la agencia y que existe un enfoque sistemático para el logro de la misión  o los objetivos. Se dispone de evidencia que la declaración de misión se traduce en una política clara o en un plan de gestión.

2.
La relación entre la Agencia AEC y las instituciones de educación superior.

La Agencia AEC:

· Reconoce que la calidad y el aseguramiento de la calidad son de responsabilidad de las instituciones de educación superior en cuanto tales,

· Respeta la autonomía, la identidad y la integridad de la institución,

· Aplica estándares que han sido objeto de consultas con los interesados,

· Se propone contribuir tanto al mejoramiento de la calidad como a su rendición de cuenta (accountability)
3.
Adopción de decisiones.

La Agencia AEC lleva a cabo sus evaluaciones en relación con la propia autoevaluación de la institución de educación superior y con puntos de referencia externos a ella. Una agencia AEC es independiente en la medida en que tiene responde autónomamente de sus operaciones y en que sus juicios e informes no son influenciados por terceros. La Agencia adopta decisiones de manera independiente, imparcial, rigurosa, amplia, equilibrada y consistente. Las decisiones de la  Agencia  son consistentes aún si los juicios implicados provienen de diferentes grupos, paneles, equipos o comités. 

4.
El Comité externo.

Cuando la Agencia AEC use paneles externos, equipos o comités para realizar las evaluaciones, el sistema asegura sin dudas que:

· La composición del comité se ajusta a las orientaciones aplicadas por la Agencia y se adecúa a las tareas que deben ser cumplidas,

· No hay conflictos de intereses,

· El comité recibe instrucciones precisas sobre su tarea,

· El comité actúa con independencia cuando formula sus juicios, conclusiones o recomendaciones.

5. 
La cara pública.

En el desempeño de su trabajo, la Agencia AEC informa y responde al público de acuerdo con la legislación o el contexto cultural que se relaciona con ella. Esto incluye dar a la publicidad y hacer explícita su documentación sobre, por ejemplo, sus políticas, procedimientos y criterios.  La Agencia demuestra que rinde cuenta dando  información abierta respecto de sus decisiones de evaluación y publicitando los resultados de sus evaluaciones de     manera adecuada   a  la legislación nacional pertinente y al tipo de examen que se haya hecho. 

6.
Documentación.

La Agencia AEC posee documentación clara respecto de la autoevaluación y la evaluación externa, y:

· La documentación sobre autoevaluación indica a las instituciones de educación superior los propósitos, procedimientos y expectativas de contenido, en relación con el proceso de autoevaluación. La documentación debe distinguir con nitidez entre  recomendaciones y exigencias.


· La documentación sobre evaluación externa especifica las materias cubiertas en las presentes Orientaciones de Buenas Prácticas,  tales como los estándares usados, los criterios de decisión, los métodos de evaluación, el formato de los informes, etc. Si la evaluación externa conduce a acreditación, el marco de  ésta y sus estándares serán públicos y los criterios para la acreditación estarán claramente formulados.

· Los documentos indican con claridad lo que la Agencia AECX  espera de la institución.  Esas expectativas son adecuadas para la institución de educación superior o para sus actividades centrales.

· Los documento para el aseguramiento externo de la calidad señalan claramente que el marco de evaluación asegura que cada institución o partes de ella (p.ej. las áreas) será evaluada de manera equivalente, incluso si los paneles evaluadote externos son diferentes. 

7. 
 Los recursos.

La Agencia AEC dispone de recursos adecuados y accesibles, tanto humanos como financieros, que la capacitan para organizar y ejecutar los procesos de evaluación externa de manera efectiva y eficiente, de acuerdo con la declaración de mission y con el enfoque metodológico adoptado. Tiene una disponibilidad pertinente de recursos para su desarrollo. 

8.
Sistema de apelación. 

La Agencia AEC tiene un procedimiento adecuado para apelar en contra de sus decisiones. 

9. 
Aseguramiento de la calidad de la Agencia.

La Agencia AEC tiene un sistema continua de aseguramiento de la calidad der sus poropias actividades, destacando la flexibilidad (en respuesta a la naturaleza cambiante de la educación superior) y los mejoramientos de la calidad.  La Agencia está sometida a revisiones externas con intervalos de tiempo regulares y hay evidencia de que los  se usan los resultados de tales revisiones.

10.
Colaboración con otras agencies.

 En la medida de lo posible, la Agencia AEC colabora con otras Agencias, por ejemplo, en el intercambio de buenas prácticas, decisiones de evaluación, proveedores de educación transnacional, proyectos conjuntos, intercambios de personal.       

Anexo III: 

Legislación Comparada

La referencia a la legislación comparada constituye un imperativo del presente donde nada escapa a escala global. En tal sentido se ha hecho un análisis de los cambios producidos en estos años en la normativa de la educación superior de los países del MERCOSUR más Cuba, México, Perú, Colombia y España, los que se presentan en el cuadro siguiente:

	PAÍS
	MARCO LEGAL
	RESPONSABILIDAD EDUCACIÓN SUPERIOR
	ORGANISMO/S EVALUADORES / ACREDITADORES

	BOLIVIA
	Constitución Política del Estado de Bolivia, promulgada por Ley Nº 2631 del 20 de febrero de 2004 que publica la "Ley de Reformas a la Constitución Política del Estado", ordenada por Ley Nº 2650 del 13 de abril de 2004. Los preceptos constitucionales relativos a la Educación Superior se encuentran en los Artículos 177, 185, 188 y 190, de este texto constituyente.

Decreto Supremo Nº 23.950/95 Reglamento sobre Organización Curricular´. Especifica los objetivos y funciones de la Educación Universitaria Pública y Privada, sus niveles, grados y títulos. Así como también los correspondientes requisitos de acceso. La Educación Superior Universitaria se rige por este Decreto y por las normas y estatutos de la Universidad Pública y de la Privada. 

La Educación Superior No universitaria, se rige por la Ley 1565, bajo la  Subsecretaria de Educación Superior, Ciencia y Tecnología (actualmente ViceMinisterio de Educación Superior Ciencia y Tecnología -VESCyT) (1ro de febrero de 1995).


-Resolución Nº01/99-CEUB - Estatuto Orgánico de la Universidad Boliviana. Regula el funcionamiento de las Universidades Públicas y Autónomas y se constituye en la norma superior del ordenamiento jurídico por el cual se rigen éstas. Promulgada por el IX Congreso Nacional de Universidades, el 21 de mayo de 1999 .Modificado el 29 de mayo del año 2003 en el X Congreso Nacional de Universidades por Resolución Nº 04/2003 del Comité Ejecutivo de la Universidad Boliviana.


	Las universidades públicas autónomas están reguladas por el “Estatuto Orgánico de la Universidad Boliviana”, mientras que las universidades privadas tienen en el “Reglamento General de Universidades Privadas”, aprobado por Decreto Supremo en el 2001, las disposiciones que norman su apertura, funcionamiento y evaluación.

 En 1997, se estableció el Viceministerio de Educación Superior, Ciencia y Tecnología, que de acuerdo a la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (LOPE) es uno de los tres Viceministerios del área educativa pertenecientes al Ministerio de Educación, Cultura y Deportes. El VESCyT, está estructurado por dos direcciones: de formación técnica y tecnológica, que se ocupa de la Educación Superior no universitaria y la Dirección de Educación Universitaria, Desarrollo e Investigación, que se encarga de las instituciones universitarias. 


	Consejo Nacional de Acreditación de Educación Superior (CONAES) Órgano encargado de la acreditación de la calidad de los programas académicos y de las instituciones de Educación Superior, que funciona independientemente del gobierno nacional y de las instituciones de Educación Superior. 

Proyecto de Reglamento Interno/2006 – RNPE - ME.
Regula los aspectos generales, de operación y funcionamiento del Registro Nacional de Pares Evaluadores (RNPE) del Ministerio de Educación. Especificando este reglamento los alcances, organización, administración e incorporación de los profesionales y académicos en el Registro Nacional de Pares Evaluadores del Ministerio de Educación y Cultura. Enero de 2006.

	BRASIL
	Ley Nro 5.540/1968: organización y funcionamento de enseñanza superior. Fija normas de organización y funcionamiento de enseñanza superior y su articulación con la escuela media. 29 de noviembre de 1968

Ley Organica de Universidades Públicas Federales del año 2002. Propuesta de Anteproyecto – ANDIFES. Establece Propuesta de un anteproyecto de normas generales para la educación superior, regula el Sistema Federal de  Educación Superior. Dispone sobre la naturaleza jurídica, los principios y finalidad y la autonomía. 

Ley N° 11.128 / 2005 Programa Universidad para Todos - PROUNI
Ley N° 11.096 / 2005 Instituye el PROUNI. Instituye el Programa Universidad para Todos - PROUNI, regula la actuación de las entidades beneficentes de asistencia social en la enseñanza superior, modifica la Ley No 10.891, de 9 de julio de 2004, Lei, de 13 de enero de 2005.

Estatutos ANDIFES. Establece los Estatutos del Instituto de Estudos Estratégicos da Educación Superior - Instituto ANDIFES como entidad de derecho privado, constituída como  sociedad civil sin fines lucrativos, por plazo indeterminado, para promover estudos e investigaciones de interes de la educación pública superior brasilera. 

 
	Secretaría de Educación Superior. Ministerio de Educación. 
	Ley  N°10.861/2004. Instituye. Institui o Sistema Nacional de Avaliação da Educação Superior SINAES y da otras regulaciones. Brasília, 14 de abril de 2004; 183º da Independência e 116º da República. (DOU de 15/04/2004 - Seção - p.3).

Comissão Nacional de Avaliação da Educação Superior – CONAES

Coordenação de Aperfeiçoamento de Pessoal de Nível Superior- CAPES






	CHILE
	La Educación Superior en Chile está constituida por un sistema diversificado,   integrado por  tres tipos de instituciones: Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica, reconocidas por el Estado en el artículo 29 de la Ley Orgánica Constitucional de  Enseñanza (LOCE), del año 1990.


	El Sistema público de Educación Superior, en manos del Estado, ha ido estableciendo paulatinamente mecanismos de regulación tanto de la calidad de los servicios ofertados (reciente aprobación del Sistema de Ley de Acreditación) como de los recursos recibidos desde el estado.

La Instituciones de carácter privado solo deben someterse a un sistema regulatorio que establece condiciones iniciales para ingresar al sistema. Este proceso llamado de Licenciamiento de la Instituciones culmina con la condición de Autonomía que les permite operar sin restricciones según las leyes del mercado, bajo el marco de la LOCE.
	Comisión Nacional de Acreditación (CNAP) y Comisión Nacional de Acreditación de Postgrado (CONAP).



	COLOMBIA
	La Constitución Política de Colombia define a la educación como servicio público. 

Ley 30 de 1992  por el cual se organiza el servicio público de la Educación Superior. Constituye la ley marco que regula la educación superior en Colombia.
	El fomento y la regulación de la educación superior son realizados por el Estado y corresponde al Presidente de la Republica la inspección y vigilancia del servicio educativo, el cual es organizado y desarrollado por el Ministerio de Educación Nacional y demás instituciones e instancias creadas para tal fin. 

El Ministerio de Educación Nacional, para cumplir con las responsabilidades de dirección, orientación, coordinación y fomento de la educación superior, creó en el año 2003 el Viceministerio de Educación Superior que es la dependencia especializada para atender lo relacionado con este nivel educativo
	La evaluación de Programas y de Instituciones se realiza en dos niveles:

Registro Calificado: Es de carácter obligatorio, verifica el cumplimiento de los estándares mínimos establecidos por el Ministerio de Educación Nacional y está a cargo de la Comisión Nacional Intersectorial de Aseguramiento de la Calidad -CONACES-

Acreditación de Alta Calidad: Es voluntaria, temporal, evalúa altos niveles de calidad. Está a cargo del Consejo Nacional de Acreditación -CNA-, organismo creado por Ley y que está integrado por miembros de la comunidad académica.



	CUBA
	En 1976 se constituyó el Ministerio de Educación Superior que es el organismo rector de la educación superior cubana responsable de dirigir todas las funciones estatales asignadas a la educación superior.


	El Ministerio de Educación Superior es el organismo rector.  También participan en la dirección de carreras afines el Ministerio de Educación, el Ministerio de Salud Pública, el Ministerio de Cultura, el Instituto Nacional de Deporte, Educación Física y  Recreación,  el Ministerio de Ciencia, Tecnología y Medio Ambiente, la Oficina Nacional de Diseño Industrial y el Ministerio de la Informática y las Comunicaciones.


	Existe la Junta de Acreditación Nacional que se ocupa de la Evaluación y Acreditación de los Programas de Grado y de Postgrado así como de las Evaluaciones Institucionales.  Esta presidida por el Ministro de Educación Superior,  consta de una Secretaría Ejecutiva, un Comité Técnico Evaluador de Carreras y un Comité Técnico Evaluador de Maestrías y Doctorados. El proceso es obligatorio y los resultados obtenidos tienen validez durante un determinado período de tiempo siendo también de obligatorio cumplimiento pasar el proceso de nuevo al vencerse este plazo. 



	ESPAÑA
	Secretaría de Estado de Universidades e Investigación, ejerce respecto de las unidades dependientes de ella, las atribuciones previstas en el artículo 14 de la Ley 6/1997, de 14 de abril de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado. 
	Ley orgánica 6/2001 del 21 de diciembre

Actualmente en discusión el Proyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 6/2001 de Universidades.

	Agencia Nacional de Evaluación y Prospectiva (ANEP) 

Comisión Nacional Evaluadora de la Actividad Investigadora (CNEAI) 

Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación (ANECA)


	MÉXICO
	El marco normativo básico de la educación superior en México, lo conforman la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de Educación, la Ley para la Coordinación de la Educación Superior, la Ley Reglamentaria del Artículo 5º Constitucional, las leyes estatales de educación y de educación superior, el Reglamento Interior de la Secretaría de Educación Pública, las leyes orgánicas de las universidades públicas autónomas y no autónomas, los Decretos Gubernamentales de las universidades no autónomas, los Acuerdos 93, 243, 279, 286 y 328 de la SEP y los convenios de Coordinación, Operación y Apoyo Financiero entre la Federación, estados e instituciones. Las relaciones de trabajo en las instituciones de educación superior se rigen con base en lo establecido en la Ley Federal del Trabajo. 


	La Ley de Planeación de la Administración Pública Federal establece que el Poder Ejecutivo debe formular y poner en práctica un Plan Nacional de Desarrollo (PND) así como, derivados de él, diversos programas sectoriales. 

El programa sectorial asociado a la educación es elaborado por la SEP, el cual contiene objetivos estratégicos, políticas, objetivos particulares, líneas de acción y metas a lograr en el periodo correspondiente. Éste es de observancia obligatoria para quienes se desempeñan en la administración pública federal y las instituciones desconcentradas del Gobierno Federal. Dicho programa constituye un marco orientador para los gobiernos de los estados y sus organismos descentralizados,  así como para las instituciones públicas autónomas de educación superior. 

Al PND le corresponden planes estatales y a los programas sectoriales federales, programas sectoriales estatales. En México corresponde al Gobierno Federal a través de la SEP establecer los planes y las políticas nacionales de educación y a los gobiernos estatales los planes y las políticas respectivas en el ámbito de sus competencias.  


	Comités Interinstitucionales para la Evaluación de la Educación Superior (CIEES) los cuales realizan, desde su creación en 1991, evaluaciones diagnósticas de los programas educativos y de las funciones de gestión y extensión de las instituciones

Centro Nacional de Evaluación para la Educación Superior (CENEVAL) creado en 1994 con el propósito de coadyuvar al conocimiento de la calidad de la educación superior mediante el diseño y aplicación de exámenes estandarizados para el ingreso y el egreso de este nivel.

Consejo para la Acreditación de la Educación Superior (COPAES) creado en 2000 con el propósito de regular los procesos de acreditación de programas educativos de técnico superior universitario, profesional asociado y licenciatura de instituciones públicas y particulares, reconociendo formalmente a los organismos acreditadores que satisfagan los requisitos establecidos por el Consejo.

Para evaluar la calidad de los programas de posgrado se cuenta con los esquemas y procedimientos del Padrón Nacional de Posgrado SEP-CONACyT (PNP) y para otorgar el RVOE a programas educativos ofrecidos por las instituciones particulares, con los parámetros y procedimientos de evaluación de la SEP en el marco de la Ley General de Educación y de su Acuerdo 279, así como los establecidos por los gobiernos estatales. 

El Sistema Nacional de Investigadores (SNI), desde su creación en 1984,  ha sido la principal instancia de evaluación externa de la calidad de los productos de trabajo de los profesores-investigadores de las instituciones de educación superior y de los investigadores de los centros de investigación. 



	PARAGUAY
	Constitución Nacional Capitulo VII – De La Educación y La Cultura.

Artículo 79°: De las universidades e institutos superiores. La finalidad principal de las universidades y de los institutos superiores será la formación profesional superior, la investigación científica y la tecnológica, así como la extensión universitaria.

Las universidades son autónomas. Establecerán sus estatutos y formas de gobierno y elaborarán sus planes de estudio de acuerdo con la política educativa y los planes de desarrollo nacional. Se garantiza la libertad de enseñanza y la de cátedra. Las universidades, tanto públicas como privadas, serán creadas por ley, la cual determinará las profesionales que necesiten títulos universitarios para su  ejercicio.

Ley General de Educación

Artículo 8º. Las universidades serán autónomas. Las mismas y los institutos superiores establecerán sus propias estatutos y formas de gobierno, y elaborarán sus planes y programas, de acuerdo con la política educativa y para contribuir con los planes de desarrollo nacional. Será obligatoria la coordinación de los planes y programas de estudio de las universidades e institutos superiores, en el marco de un único sistema educativo nacional de carácter público. 

Sección VI Educación Superior 

Artículo 47. La educación superior se ordenará por la ley de educación superior y se desarrollará a través de universidades e institutos superiores y otras instituciones de formación profesional del tercer nivel. 

Artículo 49. Son institutos superiores, las instituciones que se desempeñan en un campo específico del saber en cumplimiento de su misión de investigación, formación profesional y servicio a la comunidad. 

Sección VII. Educación de Postgrado 

Artículo 54. La educación de postgrado estará bajo la responsabilidad de las universidades o institutos superiores, siendo requisito para quienes se inscriban el haber terminado la etapa de grado o acreditar conocimiento y experiencia suficiente para cursar el mismo.
	Las Universidades y los Institutos Superiores, de acuerdo al artículo 79° de la Constitución Nacional, gozan de autonomía. El Congreso Nacional es el organismo encargado de la creación de las instituciones de educación superior universitaria. 

Las universidades están reunidas en el Consejo de Universidades, organismo encargado de la habilitación de carreras. 

Los Institutos Técnicos Superiores y los Institutos de Formación Docente son creados por el Ministerio de Educación y Cultura y dependen de la Dirección General de Educación Superior, a través de la Dirección de Institutos Técnicos Superiores y de Formación Docente, respectivamente. (Decreto Nro. 98/03)


	La Agencia Nacional de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior, creada por Ley N° 2072/03 es la entidad responsable de la evaluación y acreditación de las carreras de educación superior.

 La Ley establece: 

Artículo 1°.- Créase la Agencia Nacional de Evaluación y Acreditación de la Educación Superior, denominada en adelante “Agencia”, con la finalidad de evaluar y en su caso, acreditar la calidad académica de las instituciones de educación superior que se someten a su escrutinio y producir informes técnicos sobre los requerimientos académicos de las carreras y de las instituciones de educación superior.
Artículo 2°.- La participación en procesos de evaluación externa y acreditación tendrá carácter voluntario salvo para las carreras de derecho, medicina, odontología, ingeniería, arquitectura e ingeniería agronómica, y para aquéllas que otorguen títulos que habiliten para el ejercicio de profesiones cuya práctica pueda significar daños a la integridad de las personas o a su patrimonio.Artículo 3°.- La Agencia dependerá del Ministerio de Educación y Cultura, pero gozará de autonomía técnica y académica para el cumplimiento de sus funciones.



	PERÚ
	La ley universitaria vigente Nº 23733 es de 1983 (se espera que en breve se produzcan modificaciones).

Las universidades pueden ser públicas o privadas. Tienen autonomía académica, normativa y administrativa dentro de la ley.

La ley universitaria se complementa con la ley CONAFU Nº 26439 para la creación de nuevas universidades y el decreto legislativo Nº 882 


	La Asamblea Nacional de Rectores vigila el cumplimiento de la legislación universitaria.

Los rectores de todas las universidades constituyen  la Asamblea Nacional de Rectores cuyos fines incluyen el estudio, la coordinación y la orientación general de las actividades universitarias. Cumple sus acciones ciñéndose a la ley universitaria a través del Plenario de Rectores, el Consejo de Coordinación Inter universitario .y el Consejo Regional Inter universitario.  En particular, coordina la creación de carreras, designa a las universidades que pueden convalidar títulos o grados extranjeros, resuelve los problemas internos de las universidades, etc.

El Ministerio de Educación tiene una oficina para coordinar la enseñanza secundaria con los requisitos de ingreso a  la universidad.

El CONAFU es el Consejo Nacional para la Autorización de Funcionamiento de Universidades creado por la ley Nº 26439.

El CONEAU será quien norme la evaluación y certificación de la calidad universitaria


	Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad Educativa (SINEACE) creado por la ley Nº 28740 en Mayo de 2006, cuyo órgano para las universidades es el Consejo de Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad de la Educación Universitaria (CONEAU). 

Se prevé que la participación de las universidades en los procesos de evaluación y acreditación será voluntaria.



	URUGUAY
	Ley Orgánica de la Universidad de la República, Ley N° 12.549, promulgada el 29/10/58.

Ley N° 15.661 de autorización de funcionamiento de universidades privadas y  reconocimiento de sus títulos por parte del Estado, promulgada el 23/10/84.

Ley N° 15.739 de creación del Ente Autónomo Administración Nacional de Educación Pública (ANEP), encargado de la formación y el perfeccionamiento docente,  promulgada el 25/03/85.

Decreto 308/95 de “Ordenamiento del Sistema de Enseñanza Terciaria Privada”, el cual reglamenta la autorización y regulación de las universidades e institutos universitarios privados por parte del Poder Ejecutivo y la existencia de un organismo asesor del Ministro de Educación -Consejo Consultivo- integrado por representantes del Ministerio de Educación (2), de la Universidad de la República (3), de la ANEP (1) y de las universidades privadas (2).


	En lo que refiere a la educación pública, se encuentra regulada constitucionalmente por Entes Autónomos. 

La Universidad de la República goza de autonomía técnica, administrativa y de gobierno.

La enseñanza terciaria privada es regulada por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y Cultura. 

 La coordinación general de la educación se encuentra a cargo de la Comisión Coordinadora de la Educación, con atribuciones asesoras y sin potestades de intervención en el nivel político institucional. Está presidida por el Ministro de Educación y Cultura y participan representantes del conjunto de los organismos públicos y privados de los tres niveles de la enseñanza. 

 A nivel del sector universitario privado, y de naturaleza no gubernamental, existe un Consejo de Rectores de Universidades integrado por referentes de las universidades privadas. 


	La supervisión de las entidades privadas de educación superior corresponde al Ministerio de Educación y Cultura, el cual actúa asesorado por el Consejo Consultivo de Enseñanza Terciaria Privada (Decreto 308/95), organismo que dispone de facultades para desarrollar las acciones evaluatorias de planes de estudio y programas académicos que permitan comprobar el cumplimiento de las condiciones tenidas en cuenta para el otorgamiento de las autorizaciones.

En el año 2006 se estableció por ley la creación del Sistema Nacional de Acreditación y Promoción de la Calidad de la Educación Superior en Uruguay, que será puesto en funcionamiento desde marzo de 2007 con los siguientes cometidos inmediatos:

· el seguimiento cautelar y la validación externa de los procesos de autoevaluación de las instituciones privadas legalmente habilitadas

· la instalación de la Agencia Nacional de Acreditación para la administración del formato permanente del mecanismo diseñado  en el ámbito del Mercosur;

· la formulación de un programa piloto y voluntario de carácter nacional para la acreditación de carreras universitarias;

· la acreditación y el contralor del suministro transnacional de servicios educativos.



	VENEZUELA
	La ley Orgánica de Educación, la Ley de Universidades y el Reglamento Orgánico del Ministerio de Educación Superior. 


	Ministerio de Educación Superior – Oficina de Planificación del Sector Universitario (MES-OPSU) e Instituciones de Educación Superior.


	En la actualidad, como órganos acreditadotes de la Educación Superior, a nivel de pregrado en el país, no existen; sin embargo, la tendencia de acuerdo con estudios que se han venido realizando en el Ministerio de Educación Superior, es direccionar esa evaluación como obligatoria para todas las Instituciones.

El Ministerio de Educación Superior y la Oficina de Planificación del Sector Universitario a través de la Dirección de Desarrollo Académico y el Programa de Evaluación Institucional, respectivamente, se limitan a realizar seguimiento a las universidades al culminar los 5 años de funcionamiento.

A nivel de Postgrado, existe el Consejo Consultivo Nacional de Postgrado, como único órgano evaluador de ese nivel. La evaluación se hace a nivel de autorización con obligatoriedad y a nivel de acreditación es optativo.      




Fuentes: Sitio Web de IESALC-UNESCO http://www.iesalc.unesco.org.ve/, Páginas Web de los Ministerios de Educación de los países, Sitio Web del Proyecto Alfa Tuning América Latina http://tuning.unideusto.org/tuningal/
Asimismo se considera interesante e ilustrativo, en comparación  on la situación argentina y del MERCOSUR, tener en cuenta los cambios producidos en el Reino de España por la especial significación que tiene al haberse adaptado a los cambios concertados en el proceso de Convergencia Europea llamado Proceso de Bolonia (2000/2010) que sienta las bases para la construcción de un Espacio Europeo de Educación Superior (EEES).

Los principios y objetivos que han impulsado la última reforma de la Ley de Ordenamiento Universitario (LOU) del Reino de España resulta de la exposición de motivos del proyecto de ley.

A cinco años de la última reforma a la ley universitaria registran deficiencias que aconsejan su revisión y los cambios que implican los acuerdos en política de educación superior en Europa y el impulso que la Unión Europea pretende dar a la investigación en todos sus países miembros justifican la necesidad de la reforma. En nuestro país han pasado once años desde la sanción de la LES y veinte desde la creación del MERCOSUR, ha cambiado casi todo y todavía dudamos sobre la necesidad de revisar los contenidos normativos de la educación superior.

Se vuelve a reafirmar la autonomía de las universidades, a la vez que se aumenta la exigencia de rendir cuentas sobre el cumplimiento de sus funciones. Este principio es impulsado por la Unión Europea apoyando la modernización de las universidades europeas con el fin de convertirlas en agentes activos para la transformación de Europa en una economía plenamente integrada en la sociedad del conocimiento. La autonomía es la principal característica que las universidades tienen para responder con flexibilidad y rapidez a los cambios en las necesidades de una sociedad dinámica y globalizada. 

Entre las medidas que configuran una potenciación de la autonomía los cambios flexibilizan el sistema de elección del Rector y permite que las propias universidades elijan la opción que consideren más adecuada. Asimismo, se asegura que las decisiones de naturaleza académica de las universidades públicas y privadas se adopten por órganos en las que el personal docente e investigador tenga una representación mayoritaria. 

Se delimita el rol de las Comunidades Autónomas como responsables de la política universitaria y el papel del Estado, al que le corresponde establecer las normas básicas para la autonomía de las universidades. Para ello se crea la Conferencia General de Política Universitaria y se constituye el Consejo de Universidades con funciones de asesoramiento, cooperación y coordinación en el ámbito académico. 

Se incorpora para el conjunto de la comunidad académica un mayor rigor en la acreditación y una mayor flexibilidad para las universidades en la selección de su personal. 

Se define el carácter estatal de la Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación (ANECA) asignándole un papel muy importante en el binomio autonomía-rendición de cuentas. 

La relación entre las universidades y las demandas de la sociedad y el sistema productivo es otro de los ejes sobre los que ha girado la reforma. Procura que “Las universidades deben perseguir una mejor formación de sus graduados para que estos sean capaces de adaptarse a las demandas sociales, así como a las demandas del sistema científico y tecnológico. Las universidades, además de un motor para el avance del conocimiento, deben ser un motor para el desarrollo social y económico del país.” Para concretar ello, entre otras medidas, se prevé potenciar los mecanismos de intercambio de personal investigador entre el sistema universitario y el productivo. 

La reforma considera a la universidad como transmisor esencial de valores para alcanzar una sociedad tolerante e igualitaria, en la que se respeten los derechos y libertades fundamentales y de igualdad entre hombres y mujeres. Para ello impone el establecimiento de sistemas que permitan alcanzar la paridad en los órganos de representación y una mayor participación de la mujer en los grupos de investigación. Exige a los poderes públicos remover los obstáculos que impiden a las mujeres alcanzar una presencia en los órganos de gobierno de las universidades y en el nivel más elevado de la función pública docente e investigadora acorde con el porcentaje que representan entre los licenciados universitarios. Además, la reforma introduce la creación de programas específicos sobre la igualdad de género, de ayuda a las víctimas del terrorismo y el impulso de políticas activas para garantizar la igualdad de oportunidades a las personas con discapacidad. 

Procura que la reforma sea un paso adelante en la organización del sistema universitario hacia una estructura más abierta y flexible, que sitúe a las universidades españolas en una mejor posición para la cooperación interna y la competencia internacional, con el fin de que consigan ser atractivas en un mundo globalizado. 

Espacio Europeo de Educación Superior (EEES)

El Espacio Europeo de Educación Superior, está organizado conforme a ciertos principios fundamentales: calidad, movilidad, diversidad y competitividad; y se orienta hacia la consecución, entre otros varios, de dos objetivos estratégicos: el incremento del empleo en la Unión Europea y la conversión del sistema Europeo de Formación Superior en un polo de atracción para estudiantes y profesores de otras partes del mundo.
La Declaración de Bolonia tiene carácter político: enuncia una serie de objetivos y unos instrumentos para lograrlos, pero no fija unos deberes jurídicamente exigibles. Se pueden destacar seis objetivos recogidos en la Declaración de Bolonia, realizada en junio de 1999: 

· La adopción de un sistema fácilmente legible y comparable de titulaciones, mediante la implantación, entre otras cuestiones, de un Suplemento al Diploma. 

· La adopción de un sistema basado, fundamentalmente, en dos ciclos principales. 

· El establecimiento de un sistema de créditos, como el sistema ECTS. 

· La promoción de la cooperación Europea para asegurar un nivel de calidad para el desarrollo de criterios y metodologías comparables. 

· La promoción de una necesaria dimensión Europea en la educación superior con particular énfasis en el desarrollo curricular. 

· La promoción de la movilidad y remoción de obstáculos para el ejercicio libre de la misma por los estudiantes, profesores y personal administrativo de las universidades y otras Instituciones de enseñanza superior europea. 

La Declaración establece un plazo hasta 2010 para la realización del espacio europeo de enseñanza superior, con fases bienales de realización, cada una de las cuales termina mediante la correspondiente Conferencia Ministerial que revisa lo conseguido y establece directrices para el futuro. Los comunicados de Praga (2001) , Berlin (2003) y Bergen (2005), correspondientes a las reuniones de ministros hacen balance de los progresos realizados hasta cada fecha, incorporan las conclusiones de los seminarios internacionales realizados y establecen directrices para la continuación del proceso. La próxima reunión tendrá lugar en Londres en 2007. (http://www.bologna-bergen2005.no/) 
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� Ver http://www.econ.uba.ar/planfenix/.


� Conforme el art. 34 de la LES 24521 los Estatutos de las Universidades Nacionales deben ser comunicados al Ministerio de Educación quien verifica su adecuación a la LES y si tiene observaciones se plantean en sede judicial. Actualmente hay acciones judiciales pendientes entre el Ministerio y varias Universidades por observaciones efectuadas por el Ministerio en temas sensibles a la autonomía universitaria como gratuidad y equidad, regularidad, principios que hacen a la visión de cada Universidad y otros temas que han sido objeto de tratamiento en los juicios de inconstitucionalidad promovidos por las Universidades y que tuvieran pronunciamiento negativo por parte de la CSJN.


� (Puiggrós, Zaffaroni, Del Bono, Jesús Rodríguez, Alfredo Bravo, Herrera, Biazzi, Puchmuller, entre otros. Ver Talento-LUA)


� (Quiroga Lavié, Vanossi y Zaffaroni, por ejemplo. Ver Talento-LUA)


� citada por Roberto Dromi-Eduardo Menem, la Reforma de la Constitución Nacional de 1994 Comentada y anotada,


� Ver http://www.inqaahe.org
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